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El objetivo central de la presente investigación es analizar los plazos, términos y su 
consecuencia procesal en las partes del expediente 03794-2013-95-0401-JR-PE-01, caso 
resuelto por el Segundo Juzgado Penal de Cerro Colorado, que trata sobre los delitos de 
estelionato y falsedad ideológica en Arequipa 2018. 
La metodología de estudio empleado es dogmático y funcional, de tipo descriptivo, 
correlacional-causal, propositivo, cualitativo y cuantitativo.  
El trabajo de investigación está desarrollado en cuatro partes; primera parte desarrolla el 
marco histórico de los Sistemas Procesales Penales, su evolución hasta llegar el sistema 
acusatorio garantista; la evolución de las normas procesales peruanas hasta el Código 
Procesal Penal del 2004 y; los antecedentes de trabajo de investigación. 
En la segunda parte se desarrolla el aspecto teórico o estado de la cuestión sobre el plazo, 
termino, etapas procesales, principios procesales, partes procesales y los daños 
patrimoniales y morales.  
En la tercera parte, está el análisis del expediente 03794-2013 y nuestra postura, 
concluyéndose que hay un sobre exceso de plazos en todas las etapas procesales, así 
como el resultado de las encuestas e instrumento de cuestionario, a los usuarios del Poder 
Judicial, obteniendo como resultado que, el incumplimiento de los plazos procesales 
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genera daños (patrimonial y moral) a las partes procesales (imputado y víctima); y la 
legislación procesal comparada de Paraguay y Bolivia respecto al plazo máximo del 
proceso penal. 
Con lo desarrollado anteriormente se propone como solución al problema platear la 
necesaria incorporación del artículo 146-A al Código Procesal Penal regulando que el plazo 
máximo sea de tres años para la culminación de proceso penal en los casos de naturaleza 
simple, y la modificación del artículo 144 numeral 2 del Código Procesal Penal, agregando 
la responsabilidad, administrativa civil y/o penal por el incumplimiento de los plazos en el 
proceso penal por parte Juez y/o Fiscal. 
En la cuarta parte, se detalla las objeciones a la propuesta planteada a partir de la 
problemática y su correspondiente absolución. 
Finalmente, se llegó a la conclusión, que existe un injustificado exceso en el cumplimiento 
de los plazos en las tres etapas del proceso penal, generan un daño eminentemente 
patrimonial en agravio de las partes procesales, sin descuidar el daño intrínseco en la moral 
de los involucrados en un proceso penal como el que hemos desarrollado en el trabajo de 
investigación, que puede ser resuelta con la incorporación de las propuestas desarrolladas 
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The main objective of the present investigation is to analyze the terms, terms and their 
procedural consequence in the parts of the file 03794-2013-95-0401-JR-PE-01, case 
resolved by the Second Criminal Court of Cerro Colorado, which deals with the crimes of 
estelionato and ideological falsehood in Arequipa 2018. 
The study methodology used is dogmatic and functional, descriptive, correlational-causal, 
propositive, qualitative and quantitative. 
The research work is developed in four parts; The first part develops the historical 
framework of the Criminal Procedure Systems, its evolution until the accusatory guarantee 
system arrives; the evolution of Peruvian procedural norms up to the Criminal Procedure 
Code of 2004; the background of research work. 
In the second part the theoretical aspect or state of the question is developed on the term, 
term, procedural stages, procedural principles, procedural parts and the patrimonial and 
moral damages. 
In the third part, there is the analysis of the file 03794-2013 and our position, concluding 
that there is an excess of deadlines in all the procedural stages, as well as the result of the 
surveys and questionnaire instrument, to the users of the Judicial Power, obtaining as a 
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result that, the breach of the procedural deadlines generates damages (patrimonial and 
moral) to the procedural parties (imputed and victim); and the comparative procedural 
legislation of Paraguay and Bolivia regarding the maximum term of the criminal process. 
With the above developed proposal is proposed as a solution to the problem of incorporating 
the necessary article 146-A Criminal Procedure Code regulating that the maximum period 
is three years for the completion of criminal proceedings in cases of simple nature, and 
modification of the article 144 numeral 2 of the Code of Criminal Procedure, adding the 
responsibility, civil and / or criminal administrative for the breach of the deadlines in the 
criminal process by Judge and / or Prosecutor. 
In the fourth part, it details the objections to the proposal raised from the problem and its 
corresponding absolution. 
Finally, it was concluded that there is an unjustified excess in the fulfillment of the deadlines 
in the three stages of the criminal process, they generate an eminently patrimonial damage 
to the detriment of the procedural parties, without neglecting the intrinsic damage in the 
moral of those involved in a criminal process such as the one we have developed in the 
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El Derecho Procesal Penal tiene un rol importante dentro de la sociedad, más aún, cuando 
el Estado Peruano opta por un Estado constitucional de derecho, implica que el estudio de 
sus instituciones procesales debe dirigirse a un perfeccionamiento continuo para un 
proceso penal eficiente y eficaz.  
Los plazos y términos procesales, tiene una función importante en el proceso penal; y 
resulta relevante estudiarla cuando la sociedad no se ve garantizada el cumplimiento de 
los plazos y términos, fijados por el Código Procesal Penal del 2004. 
Es por ello que, resulta conveniente emprender un estudio sobre análisis de los plazos, 
términos y su consecuencia procesal en las partes del expediente 03794-2013-95-0401-
JR-PE-01, Segundo Juzgado Penal de Cerro Colorado por los delitos de estelionato y 
falsedad ideológica en Arequipa 2018.  
El problema concreto consiste en el exceso de los plazos en las tres etapas del proceso 
penal común y sus consecuencias que generan a las partes (víctima e imputado) por el 
incumplimiento de los plazos y términos procesales. 
Se formula como hipótesis: dado que, es necesario evaluar las consecuencias procesales 
en las partes respecto al cumplimiento a los plazos y términos procesales, resulta probable 
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que, los plazos y términos procesales del expediente número 03794 – 2013 estén 
causando daños a las partes procesales.  
En el primer capítulo se detalla brevemente el marco histórico del sistema Procesal Penal 
Peruano, evolución y antecedentes de trabajo de investigación tanto nacional como 
extranjero. 
Posteriormente, en el segundo capítulo desarrolla el estado de la cuestión sustancial en lo 
referente a los plazos y términos procesales en las tres etapas procesales (Investigación 
preparatoria, intermedia y juzgamiento), se incluye a los principios involucrados en el 
proceso penal (debido proceso, legalidad procesal, economía procesal, celeridad procesal 
y concentración), de la misma forma se conceptualiza a las partes procesales (Juez, Fiscal, 
victima, imputado) y se engloba los tipos de daños. 
En el tercero capítulo se desarrolla el análisis del expediente 03794-2013-95-0401-JR-PE-
01, también nuestra postura a partir de la experiencia del Derecho Comprado (Paraguay y 
Bolivia) y la encuesta dirigido a los usuarios de la Corte Superior de Justicia de Arequipa; 
dando sustentabilidad a la propuesta de incorporación y modificación de los artículos del 
Código Procesal Penal del 2004. 
 Finalmente, en el cuarto capítulo se desarrolla las objeciones a las propuestas planteadas 













1 ANTECEDENTES HISTÓRICOS 
 
1.1 Generalidades del proceso penal 
1.1.1  Concepto del proceso penal 
De acuerdo a la doctrina consultada, se puede definir al proceso penal como un 
conjunto de actos procesales desarrolladas en las distintas etapas del proceso, 
cuyo fin es el de esclarecer los hechos que se imputan a una persona, realizados 
en base a las formalidades establecidas por el Código Procesal Penal respectiva, 
con las garantías y derechos que gozan los procesados dentro del marco del 
debido proceso, logrando así que los delitos y faltas sean aplicados 
correctamente en un proceso concreto. (Rosas, 2009, pág. 64) 
1.1.2 Características del proceso penal 
Las características del proceso penal son las siguientes: 
- El Derecho Procesal Penal está ubicado dentro del Derecho Público. (Arbulú 
V. , 2013, pág. 10) 
- Los actos procesales que realiza el órgano jurisdiccional y el derecho público 




- El proceso penal, ostenta tres niveles de conocimiento: probabilidad, 
posibilidad y la certeza. (Ídem). 
- El sistema procesal penal, establece derechos y sus respectivas obligaciones 
para todos los sujetos procesales (Juez, Fiscalía, abogado defensor, agraviado, 
actor civil e imputado). (Ídem). 
- El Derecho Procesal Penal goza de autonomía porque es el medio que ofrece 
la Ley procesal para poder aplicar la norma sustantiva penal. No hay que 
confundir la interdependencia existente entre el Derecho Penal Sustantivo con 
el Derecho Procesal Penal. (Garcia, 1973, págs. 12-13) 
1.1.3 Finalidades del proceso penal  
Las finalidades del proceso penal peruano son: 
- Finalidad general (inmediata), se refiere esencialmente a la aplicación del 
Derecho Penal Sustantivo en el caso concreto (Calderón A. , 2009, pág. 20), 
luego de llegar a un punto de convicción y certeza de la comisión de un delito; 
de no hacerlo se declarará la absolución del caso. (Arbulú V. , 2013, págs. 8-9) 
- Finalidad trascendente (mediata), esta finalidad consiste en que mediante el 
Proceso Penal dentro un modelo de Estado Democrático de Derecho procura 
defender el marco jurídico y lograr la paz en nuestra sociedad. (Calderón A. , 
2009, pág. 20). 
- Finalidad tuitiva a la víctima, consiste en la protección que otorga el Derecho 
Procesal Penal a la parte agraviada por la comisión del delito y/o falta; esto se 
debe a que la víctima es la destinataria y depositaria del bien jurídico que ha 
sido violado o puesto en peligro. (Arbulú V. , 2013, pág. 9). 
1.2 Sistemas procesales 
El término de “sistema procesal” se refiere a un sin número de rasgos diferenciales 
extraídos del proceso de enjuiciamiento (manera de aplicación de la pena e 
individualización del delito y/o falta), elaborado en base a una teoría conceptual sólida 
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para su aplicación (Rosas, 2009, págs. 113-114), constituyéndose así en una 
herramienta para poder establecer las relaciones entre el Estado, que ostenta el ius 
punendi, con las partes (imputado/agraviado) (Arbulú V. , 2013, págs. 37-38). 
Históricamente existen cinco (5) tipos de sistemas procesales, que resulta conveniente 
desarrollarlas a continuación.  
1.2.1 Sistema acusatorio 
El sistema acusatorio es el primer sistema de la historia que desarrolla las etapas 
procesales destinadas a la clarificación de los hechos. 
Indica  (Calderón A. , 2009, pág. 16) que la determinación de la responsabilidad 
penal se da por el hecho imputado a raíz de la acusación probada por la parte 
agraviada o la absolución del procesado por insuficiencia probatoria. Dicho 
sistema fue aplicado en las culturas esclavistas (Grecia, Roma, y en su 
oportunidad por el imperio Germánico), y cuenta con las siguientes 
características: 
- El proceso se desarrolla en dos etapas: a) La acusación es realizada por el 
ofendido y sus parientes con la presentación de las pruebas. Y, b) la decisión, 
que está a cargo del Juez quien haciendo uso de su libertad para seleccionar 
la prueba y la investigación era el que emitía el fallo respectivo. (Calderón A. , 
2009, pág. 16) 
- El sistema acusatorio se desarrolla por varios principios (publicidad, 
contradicción y oral).  (Arbulú V. , 2013, pág. 39) 
- Persecución del delito es íntegramente privada, debido a que no existía 
Ministerio Publico (Rosas, 2009, págs. 114-115)  
- Mediante el sistema acusatorio se necesitaba de la presencia de jurados 
integrados por personas de intachable conducta que luego de escuchar a las 
partes y visualizar las pruebas manifestaban su veredicto; su presencia es para 
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evitar los excesos del Juez encargado de la resolución de la causa. (Rosas, 
2009, pág. 115)  
- El sistema acusatorio está a cargo del tribunal, que es un cuerpo colegiado que 
forma parte de la estructura de la Ciudad Estado (Grecia, Roma, Esparta, 
Atenas, entre otros). (Ídem). 
1.2.2 Sistema inquisitivo 
El sistema inquisitivo nace a raíz del desuso del sistema acusatorio, suscitado 
en el siglo XVI en Europa, fue aplicado por los regímenes monárquicos de 
aquella época, contribuyendo significativamente en Derecho Canónico (Calderón 
A. , 2009, pág. 16) 
Este sistema se sustenta en derecho – deber de los regímenes monárquicos de 
reprimir los delitos. (Ídem). 
Tiene la siguiente las características: 
- El órgano jurisdiccional que impartía justicia en materia penal es el monarca y/o 
príncipe. (Arbulú V. , 2013, pág. 39) 
- La investigación, la presentación de la prueba y el fallo son asumidas 
íntegramente por el Juez. (Arbulú V. , 2013, pág. 39) 
- El sistema inquisitivo basaba su investigación en los inquisidores, que son 
personas que realizaban la función de jueces y de investigadores, aportaban 
indicios razonables para sospechar de personas o grupos humanos 
merecedores de sanciones. (Rosas, 2009, pág. 116) 
Debemos tomar en cuenta que, durante el virreinato del Perú, se aplicó el 
sistema inquisitivo debido a la existencia del Tribunal de la Santa Inquisición, que 
de acuerdo a los datos oficiales se procesó a 1473 personas, de las cuales a 194 
personas se le impuso la pena de muerte. (Rosas, 2009, pág. 17) 
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1.2.3 Sistema mixto  
El sistema mixto nace como consecuencia de la oposición al sistema inquisitivo, 
sustentado por la corriente de la ilustración, la revolución francesa de 1787 y las 
ideas sobre el Estado Moderno; este sistema significó para el sistema procesal 
penal un avance sustancial porque incorporaba lo mejor de sistema acusatorio y 
del sistema inquisitivo. Este sistema logra dar una estructura al proceso penal 
(Calderón A. , 2009, pág. 17). 
Cuenta con las siguientes características: 
- El acusador ya no era privado, sino público, es nombrado por elección popular, 
es el antecedente inmediato del Ministerio Público. (Arbulú V. , 2013, pág. 40). 
- El sistema mixto fue desarrollado por primera vez por el Código de 1808 de 
Francia que la diferencio en dos etapas: a) la instrucción preparatoria, que es 
eminentemente de naturaleza inquisitiva, y b) la acusatoria que es realizada 
ante la corte, conformada por jueces técnicos en materia de Derecho Penal. 
También fue aplicado en Austria (Código de 1873), España (Código 1882), 
Noruega (Código 1887) y Francia (Ley de 1897). (Arbulú V. , 2013, pág. 41)  
- El sistema mixto con dos etapas: a) la fase de instrucción, que es 
inminentemente escrita y secreta y se realiza ante el Juez; b) la fase de juicio 
oral, aquí se realiza la etapa contradictoria, oral y publica ante el tribunal. 
(Calderón A. , 2009, pág. 18) 
- La valoración de la prueba en la etapa de instrucción es de libre convicción, 
esto quiere decir absoluta discrecionalidad del Juez, en la doctrina el llamada 
método de la “sana critica”. (Rosas, 2009, pág. 118) 
- Contempla los primeros derechos en favor del imputado, obligación del estado: 
el derecho de presumir su inocencia, el deber del estado de demostrar con 
certeza y su indubitabilidad de la responsabilidad penal y el derecho del 
procesado de demostrar su inocencia. (Rosas, 2009, pág. 118) 
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1.2.4 Sistema acusatorio garantista 
El sistema acusatorio moderno es el sistema procesal que actualmente viene 
siendo usado por el Estado Constitucional de Derecho, debido a que contempla 
una serie de garantías jurídico - procesales (Calderón A. , 2009, pág. 18).  
También es conveniente resaltar que el sistema acusatorio moderno está 
sustentado por el desarrollo del sistema procesal norteamericano con los 
reajustes necesarios a cada necesidad del país (como es el Alemán, donde su 
Ministerio Publico se encarga fundamentalmente de la investigación, de igual 
manera en Argentina y así en otros países, incluyendo el Perú) (Rosas, 2009, 
pág. 119). 
Cuenta con las siguientes características: 
- El proceso penal cuenta con tres etapas, la investigación que está directamente 
encargada por el Ministerio Público, la etapa intermedia que está a cargo del 
Juez de investigación y en la etapa del juicio cargo del Juez unipersonal o 
colegiado según gravedad del delito y la pena (Calderón A. , 2009, pág. 18). 
- El sistema acusatorio garantiza los siguientes principios; el debido proceso, 
legalidad procesal, economía procesal, celeridad procesal y concentración 
(Calderón A. , 2009, pág. 18). 
1.2.5 Sistema inquisitivo reformado 
El sistema inquisitivo reformado, llamada también “sistema mixto moderno”, 
nació como consecuencia de los convenios internacionales que defienden los 
derechos fundamentales (como es la Declaración Universal de los Derechos 
Humanos, entre otros tratados), también, se tiene como antecedente el Código 
Procesal tipo para América Latina, que consagran la dignidad humana y una 
serie derechos y principios procesales de obligatorio cumplimiento para los 
estados modernos (Rosas, 2009, págs. 118-119). 
Cuenta con las siguientes características: 
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- El juicio oral no solamente es llevado ante el tribunal superior, sino también 
ante el Juez instructor (Rosas, 2009, pág. 119). 
- Se mantiene las etapas establecidas en el sistema mixto, donde la etapa de 
instrucción es llamada etapa intermedia, durante el desarrollo de las dos etapas 
están resguardadas con las garantías procesales. (Rosas, 2009, pág. 119). 
- Existe la figura de la impugnación para la revisión de las sentencias emitidas, 
tanto por el tribunal superior, así del Juez Instructor, dicha etapa se realiza en 
audiencia pública (Rosas, 2009, pág. 119). 
 
1.3 Datos históricos del sistema procesal peruano 
Es importante resaltar que, una vez proclamada la independencia de nuestro país, el 
general San Martín establece la Alta Cámara de Justica, encargada de la 
administración de justicia, luego en la constitución de 1823 toma el nombre de la Corte 
Superior de Lima, sucesora de la Real Audiencia, en 1925 bajo a la disección de Simón 
Bolívar toma el nombre de Corte Suprema de la República, nombre que se ha 
mantenido hasta la actualidad (Garcia, pág. 23). 
1.3.1 Código de Enjuiciamientos en Materia Penal de 1863 
El primer Código que sistematizó las normas procesales en materia penal es el 
Código de Enjuiciamiento en Materia Penal de 1863 en lo referente a dicho 
código se puede resaltar lo siguiente: 
- El código en mención entro en vigencia el día 01 de marzo de 1963 (Arbulú V. 
, 2013, pág. 22) 
- El Código Procesal Penal ha sido desarrollado en base a Código español de 
1848, elaborado en base al sistema inquisitivo. (Neyra, 2010, pág. 96). 
- El proceso penal está conformado en dos etapas; a) sumario, que consiste en 
el descubrimiento de la existencia del delito, es eminentemente reservada y 
escrita debido a que es la herencia inquisitiva, b) plenario, que consiste en 
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comprobar la culpabilidad o inocencia de la persona procesada, es público y 
oral, de naturaleza acusatoria (Rosas, 2009, pág. 120). 
- El proceso penal ya no cuenta con jurados debido a que se incorpora a los 
jueces profesionales que se encarga del fallo (Rosas, 2009, pág. 120). 
- La labor del Fiscal de acuerdo al modelo establecido por la Ley procesal tiene 
como obligación sustancial el de acusar, a su vez de cooperar con la acusación 
que realiza la parte agraviada. También contempla excepción cuando se trata 
de delitos contra el honor (Arbulú V. , 2013, pág. 22). 
- La investigación tuvo un carácter escritural (Arbulú V. , 2013, pág. 22). 
- El proceso contempla la institución procesal de la reversibilidad de la acción, 
que consiste, cuando al denunciante se le sanciona con igual pena del delito 
que denuncio maliciosamente (Arbulú V. , 2013, pág. 22).  
- El proceso penal contemplaba para actuación de nueva prueba el plazo de seis 
días comunes pudiendo ser extendida hasta por quince días, generalmente 
eran aplicadas una vez realizado la confesión o declaración del imputado 
(Arbulú V. , 2013, pág. 22). 
- El código estableció que no se puede condenar a ningún ciudadano cuando 
está en calidad de ausente (Arbulú V. , 2013, pág. 23).  
- Todas las resoluciones son impugnables, a excepción de  los decretos de mero 
tramite (Arbulú V. , 2013, pág. 23). 
1.3.2 Código de Procedimientos en Materia Criminal de 1920 
Posteriormente se emite un segundo código, que es el Código de Procedimiento 
en Materia Criminal de 1920, que cuenta con las siguientes características: 
- Aprobado por la Ley 4019 que entró en vigencia desde 02 de enero de 1920 




- El código tiene una influencia francesa, que es el sistema mixto (Arbulú V. , 
2013, pág. 23). 
- El código incorpora la acción civil por los daños causados a raíz de la comisión 
del delito, ejercida acumulativamente con la acción penal (Arbulú V. , 2013, 
pág. 23). 
- El proceso cuenta con dos etapas; a) instrucción, esta etapa consiste en la 
reunión de los datos necesarios sobre el delito cometido en materia de 
investigación, así como el descubrimiento de los autores, cómplices, victimas, 
que es reservada y escrita; y b) juicio oral, esta etapa que se realiza ante el 
Tribunal Correccional o del Jurado, que es tipo oral y público (Arbulú V. , 2013, 
pág. 24). 
- El código también contempla procedimientos especiales, para el delito de 
injuria y delito de calumnia, así también, delito contra la honestidad, delito 
flagrante y delito de faltas (Arbulú V. , 2013, pág. 24). 
1.3.3 Código de Procedimientos Penales de 1940 
En poco tiempo se realizó un nuevo cambio en el sistema procesal peruano, y 
se emite el Código de Procedimientos Penales de 1940, que tuvo como 
características las siguientes: 
- Promulgado por la Ley 9024 del 23 de noviembre de 1939, entró en vigencia el 
18 de marzo de 1940 (Bayton, 2016, pág. 60). 
- El código contempla cuatro libros que son: disposiciones generales, la 
instrucción, el juicio y los procedimientos especiales (querella y la falta) (Arbulú 
V. , 2013, pág. 24).  
- El código contempla dos etapas; a) la instrucción, etapa en la cual está bajo la 
dirección del Juez instructor cuando se trata de procesos ordinarios, esta etapa 
reúne las pruebas, establece las circunstancias de la comisión del delito y sus 
móviles, individualización de los autores y cómplices, como lo establece su 
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artículo 72, b) el juzgamiento, etapa que se desarrolla en base al juicio oral 
público y contradictorio, con la participación del Ministerio Público, sentencia 
que puede ser impugnada mediante recurso de nulidad ante la Corte Suprema 
(Arbulú V. , 2013, págs. 24-25). 
- El juicio está desarrollado en base a una serie de principios procesales que 
son: celeridad, concentración, oralidad, unidad y la inmediación (Rosas, 2009, 
pág. 120). 
- Ausencia del mecanismo de control de plazos, debido a que la instrucción 
(investigación) podría ser ampliada o prorrogada a pedido del Misterio Público 
o de oficio (Bayton, 2016, pág. 60). 
- La acción penal tiene como características: a) pública, porque está dirigida a 
hacer valer el derecho de nuestro estado (derecho procesal sustantivo), b) 
indivisible, consiste en que el proceso solamente involucra a los que cometieron 
el delito, c) irrevocable, consiste en que, una vez iniciado el proceso penal, solo 
concluirá con la emisión de la sentencia o el auto emitido por el Tribunal. No 
cabe el desistimiento ni la transacción (Garcia, 1973, pág. 24). 
- Al código le hicieron varias enmiendas que cambio su estructura, porque se 
convirtió en un cuerpo normativo incongruente (Decreto legislativo 638, 1991: 
exposición de motivos). 
- De acuerdo a la exposición de motivos del Código Procesal Penal de 1991, el 
Código de Procedimiento Penal de 1940 tuvo los siguientes problemas: 
- La duración prolongada e injustificada de los trámites realizados ante los 
tribunales. Devenían en una cogestión de casos en los tribunales a nivel 
nacional.  
- La lentitud del desarrollo del proceso ocasiono de acuerdo a cifras oficiales 
durante su vigencia, el setenta a ochenta por ciento de la población 
penitenciaria no tenía sentencia. 
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- El uso exagerado e injustificado que tiene los jueces para dictar los mandatos 
de detención provisional y definitiva. 
1.3.4 Código Procesal Penal de 1991 
Luego de un proceso de madurez en la evolución del Código Procesal Penal a 
través del tiempo, el legislador elaboró, el Código Procesal Penal de 1991, en el 
cual el sistema procesal peruano cuenta con las siguientes características: 
- El código fue promulgado por el D.L. 638 de 27 de abril de 1991. 
- El Código nace como consecuencia de la aprobación de la Resolución número 
13282, del 09 de diciembre de 1959, en la cual incorpora la Declaración 
Universal de los Derechos Humanos de 1948. Norma internacional que exige a 
nuestro país la búsqueda de soluciones en cuanto a su mecanismo de 
administración de justicia en materia penal (Decreto legislativo 638,1991: 
Explosión de motivos). 
- La promulgación de la Constitución de 1979, en la cual se establece nuevos 
principios constituciones aplicables al nuevo proceso penal: celeridad, eficacia 
en la instrucción y juicio en las delitos y faltas (Decreto legislativo 638,1991: 
Exposición de motivos). 
- La emisión de este código nace como consecuencia, de que el anterior Código, 
en su etapa de instrucción repetía lo que se hacía a nivel policial, esto significó 
la pérdida de tiempo, esfuerzo humano y mortificaciones a los interesados 
(víctima-acusado sus respetivos familiares). 
- El Código ha sido elaborado como resultado dialectico de nuestro propio 
desarrollo histórico del proceso penal (Decreto Legislativo 638,1991: 
exposición de motivos). 
- El código ha optado por un modelo acusatorio modernizado con la 
característica de ser un proceso penal garantista a raíz de los principios 
procesales establecidos en la Constitución Política de 1979 y la Declaración 
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Universal de los Derechos Humanos (Decreto Legislativo 638,1991: Explosión 
de motivos). 
- Se establece como regla: que, el Juez instructor, una vez recibida la denuncia 
tiene un plazo para pronunciarse no mayor a 15 días, en caso de estar 
disconforme con el auto de apertura de instrucción y auto de “no ha lugar”, 
puede ser apelada en el plazo de tres días, tal como estipula el artículo 77 del 
Código Procesal Penal de 1991. 
- En cuanto a los días y horas útiles, el artículo 92 del Código Procesal Penal de 
1991, establece como regla: no hay día ni hora que no sea hábil para actuar 
las diligencias de la instrucción.  
- El plazo para la declaración instructiva, no puede exceder de 10 días, como lo 
regula el artículo 135 del Código Procesal Penal de 1991. 
- Dentro de los tres días de recibida el escrito de acusación, el tribunal deberá 
fijar hora y fecha de la audiencia, en la forma establecida del artículo 229 del 
Código Procesal Penal de 1991. 
- Los hechos y las pruebas son apreciados con criterio de conciencia, según el 
artículo 283 del Código Procesal Penal de 1991. 
1.3.5 Código Procesal Penal del 2004 
El presente Código Procesal Penal del 2004 es de tipo acusatorio garantista, 
cuenta con las siguientes características: 
- Fue promulgado el 29 de julio 2004, mediante Decreto Legislativo 957, sigue el 
modelo acusatorio adversarial. 
- El objetivo del Código Procesal Penal es el que pretende dar equilibrio entre la 
persecución del delito, y el respeto de la dignidad humana, así como los 
derechos fundamentales y una administración de justica oportuna dentro del 
marco de los principios constitucionales (Calderón A. , 2009, pág. 11). 
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- El mencionado modelo acusatorio adversarial es la manifestación de un 
proceso desarrollado en base a un conjunto garantías, en aras de obtener una 
solución imparcial de la causa que se debate públicamente (Baytelman & Duce, 
2005, pág. II). 
- La Fiscalía tiene a su cargo la investigación, es decir la etapa de investigación, 
como la primera etapa. (Calderón A. , 2009, pág. 19). 
- Las etapas del proceso son tres; preparatoria, intermedia y juzgamiento, cada 
uno debidamente delimitada con sus respectivos plazos y términos, a diferencia 
de los códigos antecesores (Código procesal penal 2004). 
- La etapa preparatoria está a cargo de la Fiscalía, la etapa intermedia está a 
cargo del Juez de la Investigación Preparatoria y la etapa de juzgamiento está 
a cargo de Juez Unipersonal o Juez Colegiado. Además, debe tenerse en 
cuenta si la pena es menor a 6 años de pena privativa de libertad, está a cargo 
de Juzgado Unipersonal y si la pena es mayor a seis años será competente el 
Juzgado Penal colegiado (Código Procesal Penal 2004). 
- Existe la audiencia de control de plazos en la etapa preparatoria.  
- La misión del Código Procesal Penal del 2004 es para dejar de aplicar el 
procedimiento ordinario (Mixto), calificado de inconstitucional (procedimiento 
sumario) (Cubas V. , 2017, pág. 15). 
 
1.4 Antecedentes sobre plazos, términos procesales y su consecuencia 
1.4.1 A nivel regional 
Hasta la fecha se cuenta con el trabajo de investigación realizada por Mijaíl Raí 
Bayton Gonzales, tesis que tiene por título; “Necesidad del control judicial de la 
formalización de la investigación preparatoria por el Juez de garantías en el 
proceso penal peruano”, presentado ante la Universidad Nacional de San 
Agustín en el año 2016, para optar el grado de abogado. En dicho trabajo 
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concluye que, al corroborar el comportamiento Fiscal, que es según la 
investigación, ha transgredido el deber de cuidado, temeridad, maliciosa o 
ignorancia inexcusable; también la posición asimétrica que tiene la Fiscalía con 
los abogados defensores, más aún, cuando se formaliza, la parte imputada no 
puede cuestionar de ningún modo dicha disposición. Por lo que, sugiere que se 
incorpore la audiencia de control de la formalización de la investigación 
preparatoria, porque según él lograría optimizar el proceso penal vigente. 
También se puede resaltar que, según esta investigación solamente el 20 % de 
los fiscales, materia de investigación, han cumplido con el plazo como establece 
el Código Procesal Penal, esto quiere decir que el 80 % de los fiscales incumplen 
los plazos y términos procesales. (Bayton, 2016, págs. 164 - 165) . 
1.4.2 A nivel nacional 
A nivel nacional contamos con varios trabajos de investigación. Que lo iremos 
exponiendo de acuerdo a la fecha de sustentación. Es así que existe el trabajo 
de investigación realizado por Rómulo Juan Carcausto Calla, tesis que tiene por 
título: “La Responsabilidad Civil de Fiscales por incumplimiento de sus funciones 
de titulares de la carga de la prueba, Juliaca 2001 – 2005”, trabajo de 
investigación presentado ante la Universidad Nacional del Altiplano, para optar 
el grado de Maestría en Derecho Civil en el año 2008. 
Del mencionado trabajo de investigación, se puede resaltar que el tesista 
corroboro la existencia de negligencia inexcusable por parte de representantes 
de Ministerio Público en el cumplimiento de sus obligaciones, específicamente 
en la carga de la prueba. Generando un significativo número de casos que han 
caído en absolución, sobreseídos y lo más caótico, la sobre carga procesal, al 
que califica de “agobiante”.  
El tesista sugiere, al respecto, que se implemente una política eficaz e eficiente, 
dentro de la institución del Ministerio Público, así como la modificación del 
 
15 
artículo 51 de la Ley Orgánica del Ministerio Público, indicando que el Fiscal es 
responsable civilmente, por negligencia, por dolo, así como fraude y entre otros. 
La obligación de pago de los daños y perjuicios provenientes de la 
responsabilidad civil, sean solidarias entre el Estado y el Fiscal. 
Posteriormente, Lid Beatriz Gonzales Guerra realiza el trabajo de investigación, 
titulado: “Indemnización de daños y perjuicios por responsabilidad civil de los 
jueces en el Distrito Judicial de Puno 2014”, trabajo presentado ante la 
Universidad Andina Néstor Cáceres Velásquez, para obtener el grado de 
maestría en derecho civil y empresarial en el año 2015” (Gonzales, 2014, pág. 
VII). 
Dicho trabajo corrobora que, en el Distrito Judicial de Puno, el 85% de la 
población no está de acuerdo con el trabajo que viene realizando los jueces; a 
raíz de ello, la tesista realiza un estudio concienzudo respecto al resarcimiento 
mediante la responsabilidad civil de los jueces llegando a la conclusión que lo 
normado resulta ser de forma genérica y que es tramitado mediante la vía del 
proceso abreviado, como está regulado en el artículo 118 del Código Procesal 
Civil.  
Lo que más llamó la atención es que a pesar del enorme porcentaje de rechazo 
observó que durante el año 2014, no se registró ninguna demanda sobre 
responsabilidad civil en contra de los jueces y fiscales por motivo de la existencia 
de daños (patrimonial y extra patrimonial) en agravio de las partes involucradas 
en el proceso. (Gonzales, págs. 151-152).  
Se tiene un tercer trabajo de investigación por Ubaldo Callo Deza, trabajo de 
investigación titulado: “El cumplimiento de plazos en la tramitación del proceso 
penal en la Corte Superior de Justicia de Huaura-2018”, presentado a la 
Universidad Cesar Vallejo, para optar el grado de maestro en gestión pública, 
que data del 2018 (Callo, 2018).  
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Dicho trabajo de investigación corrobora que el 55% del total de la población 
encuestada en la Corte Superior de Justicia de Huaura, consideran que el 
cumplimiento de los plazos procesales es bajo, demostrando también que el 
proceso penal es excesivamente moroso (principalmente en la etapa de 
investigación preparatoria). Y que según el tesista está atentando con contra el 
principio de celeridad procesal.  
A lo que estamos en desacuerdo en parte de dicho trabajo de investigación, 
menciona que no existe un plazo en la etapa intermedia, lo cual si existe de 
acuerdo al artículo 351 inc. 4 del Código Procesal Penal del 2004. 
Se tiene un cuarto trabajo de investigación, a cargo Vladimir Katherniak Padilla 
Alegre, titulado: “Tercero Civil responsable análisis crítico sobre los alcances, 
límites y problemas en el proceso penal peruano que permite determinar si ¿es 
posible realizar una definición universal?”, presentado ante la Pontificia 
Universidad Católica del Perú, para optar el grado magister en Derecho Penal, 
que data del 2016 (Padilla, 2016). 
El mencionado trabajo de investigación, aborda la problemática de la institución 
y/o figura jurídica “tercero civil responsable” institución que pertenece al campo 
del Derecho Procesal; se sustenta en que la figura en mención cuenta con una 
escasa regulación, no existe una definición, no hay claridad en su aplicación, 
incluso según el tesista, no existe regulación de las facultades que le 
corresponde ejercer a efecto de resguardar adecuadamente su derecho de 
defensa. 
1.4.3 A nivel internacional  
A nivel internacional contamos con la investigación realizada por Soroya Maribel 
Espín Velasco, titulado: “ Efectos del incumpliendo de los términos y plazos en 
los procesos civiles por partes de los funcionarios judiciales en la legislación 
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Ecuatoriana”, presentado a la Universidad Central del Ecuador, para obtener el 
título de abogada, que data del 2014 (Espín, 2014). 
La investigación nace como consecuencia de la prolongación de los tiempos 
procesales de los funcionarios judiciales sin ninguna justificación razonable, 
vulnerando el principio de celeridad procesal, esto se debe a varios factores 
(diseño de inadecuado de las leyes procesales, falta de medios materiales y 
humanos, entre otros) que ocasiona la poca probabilidad de lograr la convivencia 
pacífica de la sociedad ecuatoriana.  
La tesista amparándose en los principios de celeridad, eficiencia y economía 
procesal, propone la creación de un modelo de gestión de órganos 
jurisdiccionales, que consiste el aumento de infraestructura a nivel nacional de 
las unidades judiciales, la creación del departamento de control disciplinario a 
nivel nacional, esto incidirá a descongestionar la carga procesal, que según al 
tesista es el factor principal justificante del incumpliendo de los plazos y términos 
en los procesos civiles. También considera importante la implementación de los 
denominados expedientes electrónico obteniéndose así mayor facilidad en la 
tramitación de las causas (Espín, 2014, págs. 111-116). 
Jurisprudencia: 
Se tiene como jurisprudencia el expediente Nro. 0022295 – 2012 - PHC/TC, en 
el cual el Tribunal Constitucional ha dado a conocer y ha fijado su posición con 
una interpretación, referidos a los plazos, este pronunciamiento es de carácter 
vinculante sobre dos aspectos en concreto: a) inicio y fin del cómputo del plazo 
razonable y b) las consecuencias jurídicas derivadas de la afectación de esta en 
el proceso, de esta forma se adopta este pronunciamiento del Tribunal 
Constitucional como doctrina jurisprudencial en el proceso penal peruano, tema 
abordado ampliamente en sus fundamentos 6,7,9,11,12. (Sentencia del Tribunal 
Constitucional, 2015, págs. 9 -10). 
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Esto quiere decir, que el Tribunal Constitucional indica que debe haber un inicio 
y fin del proceso penal, para que no se haga abuso de los plazos y por 
consiguiente no haya consecuencias jurídicas, por la dilación de un proceso 
penal. 
Síntesis: 
El proceso penal al comprender un conjunto de actos procesales debe de contar 
con plazos claramente establecidos para que cada actuación procesal sea 
desarrollada dentro de un marco de principio del debido proceso, debido a que 
la finalidad de dicho proceso es la de aplicar el derecho penal sustantivo. 
La experiencia ha sugerido que el proceso penal sea desarrollado bajo un 
sistema procesal siendo estos; sistema acusatorio, sistema inquisitivo, sistema 
mixto y sistema inquisitiva reformado y el sistema acusatorio garantista. Estos 
fueron los sistemas que apareciendo dentro del derecho procesal penal.  
El Estado peruano no ha sido ajeno a estos cambios porque en un inicio el 
Derecho Procesal Penal se basó en el sistema inquisitivo, y la prueba está en el 
Código de Enjuiciamiento Penal de 1863 y a medida que se va incorporando 
nuevas ideas procesales para un mejor desempeño en el desarrollo del proceso, 
se comenzó a utilizar el sistema mixto y un claro ejemplo está en el Código de 
Procedimientos Penales de 1940. Y que lo continua el Código Procesal Penal 
1991; hasta llegar a la aplicación del sistema acusatorio garantista, como está 
establecido en el Código Procesal Penal del 2004. Es importante precisar que la 
incorporación de los plazos, ha seguido una evolución a medida que la sociedad 
exige cambios.  
En cuanto a los antecedentes, es importante mencionar que a nivel nacional se 
encuentra con varios trabajos, que de alguna manera nos permite afirmar que la 
institución los plazos procesales es muy poco estudiada; de igual manera, a nivel 
internacional dicha institución no ha sido materia de continuo estudio. Lo que 
 
19 
implica que un trabajo relacionado a los plazos, términos y su consecuencia 
procesal en las partes, resulta valioso para que sea adecuadamente regulado y 



































2 ESTADO DE CUESTIÓN 
 
2.1 Plazos y términos procesales 
2.1.1 Definición de plazo procesal  
De acuerdo a la doctrina consultada y el articulo 5 del Reglamento Administrativo 
del Nro. 288 – 2015 – CE – PJ, publicado el 16 de septiembre del 2015, se 
entiende por “plazo procesal” como aquel lapso de tiempo en la cual se realiza 
el acto procesal es fijado por el Código Procesal Penal; sirve para dar dinámica 
al proceso penal; está garantizado por principios procesales: (vgr. Principio de 
celeridad procesal principio de economía procesal). (Neyra, 2010, pág. 47). 
El plazo procesal cuenta con siguientes clases: 
2.1.2 Clases de plazos procesales  
De acuerdo a la considerando sexto de la casación número 02 (2018), los plazos 
procesales son de tres clases: 
2.1.2.1 Plazo legal 
De acuerdo a la jurisprudencia, ya citada, dicho plazo se refiere 
estrictamente a lo establecido en la Ley Procesal. (ídem). 
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2.1.2.2 Plazo convencional 
De igual manera la mencionada jurisprudencia nacional, la define como 
la que se establece en el marco de mutuo acuerdo entre las partes. 
(Ídem). 
2.1.2.3 Plazo judicial  
Se entiende por plazo judicial aquel que es el señalado por el Magistrado 
en uso de sus facultades discrecionales, así como en virtud de una 
disposición normativa indicada en la Ley procesal. (ídem) 
También existe otras clasificaciones de los plazos procesales, la doctrina 
los ha calificado de la siguiente manera: 
a. Plazo perentorio y no perentorio  
Por el plazo perentorio debe de entenderse como aquel que una vez 
fijado precluye la posibilidad de actuarse nuevamente el acto 
procesal; mientras que, por el plazo no perentorio posibilita que se 
realice el acto procesal a pesar de que ha vencido su realización. 
(Cubas V. , 2009, pág. 247) 
b.  Plazo prorrogable y no prorrogable  
El plazo prorrogable es la que puede ser extendido o ampliado por 
acuerdo de las partes procesales o por discrecionalidad del Juez a 
solicitud de la parte interesada; mientras que, el plazo no prorrogable 
es cuando la norma procesal prohíbe la ampliación de un 
determinado acto procesal. (Ídem) 
c. Plazo común y particular  
El plazo común es aquel en la cual corre para ambas partes del 
proceso y se computa desde la emisión de la resolución judicial 
respectiva, (v.gr. auto citación a Juicio Oral) 
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El plazo particular es el que se le otorga a una parte procesal para la 
actuación de un acto procesal (v.gr. plazo para la interposición de la 
apelación) (Cubas V. , 2009, pág. 247) 
2.1.3  Término procesal 
2.1.3.1 Definición de término procesal 
El término procesal es el momento concreto en que se realiza el acto 
procesal, incluye la hora y el día de su realización. (Neyra, 2010, pág. 47) 
De acuerdo al artículo 5 del Reglamento Administrativo Nro. 288 – 2015 
– CE – PJ, publicado el 16 de noviembre del 2015, el término procesal 
consiste en el límite del plazo en el que debe realizarse un acto procesal.  
En ese sentido, debemos entender por término procesal, como un 
momento concreto, en cual cuenta con una fecha, un día y una hora para 
la realización de determinados actos procesales propios del proceso 
común. 
2.1.3.2 Diferencia entre plazo y término procesal  
De acuerdo al considerando sexto de la Casación Nro. 02 – 2008, se 
puede diferenciar entre plazo y término procesal, que el “plazo procesal” 
comprende lapso de tiempo en que debe realizarse un acto procesal, 
mientras que “término procesal” se refiere al límite de plazo en que debe 
realizarse un acto procesal, integra tan solo su vencimiento o final, es 
decir, plazo se refiere al espacio de tiempo en el que se debe realizar un 
determinado acto procesal, mientras que por término es el momento 
concreto en que se debe realizar determinado acto procesal. (Neyra, 
2010, pág. 47) 
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2.1.3.3 Reglas generales de los plazos de la actividad procesal establecida 
en el Código Procesal Penal del 2004 
El Código Procesal Penal del 2004 establece que la realización de los 
actos procesales, deben tener día y hora establecido, sin dilación, 
también es importante resaltar que el plazo procesal se establece según 
hora, día y el termino de la distancia. Y aplicándose de acuerdo al 
calendario común (Código Procesal Penal 2004, artículos 142). 
Para el cómputo de los plazos, se encuentra con las siguientes 
precisiones que están detalladas en el siguiente diagrama:  
 
Embace al diagrama desarrollado es importante precisar lo siguiente: 
- En referente a las horas indicadas en el cuadro, la ley procesal puede 




Desde el incio 
del acto 
procesal. 
Art. 142 Inc. 1
Días: 
Apartir del dia 
siguinte habil.
Art. 142 inc. 2 
Días  Inhabiles: 
Se computaran si 
es por medidas 




Cuando el plazo de 
la medida 
coercitiva cae en 
dia inabil, se 
prorroga al dia 
siguinte habil.
Art. 142 inc. 4
Plazo comun:
Incia  al dia 
siguinte habil de 
la ultima 
notificación.
Art. 143 inc. 5
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-  Con respeto a los días, se debe precisar que se contara desde que se 
conozca el mandato o de notificado, con el acto procesal según el 
artículo 143. 2 del CPP.  
- Con respeto al día inhábil, se debe tomar en cuenta que la media 
coercitiva debe versar sobre la libertad personal y cuando la Ley lo 
permita según el artículo 143. 3 del CPP. 
Por otro lado, también es importante mencionar con respeto a la 
caducidad del plazo procesal lo siguiente: 
- La consecuencia jurídica del vencimiento del plazo procesal, es la 
caducidad de lo se puedo o debió hacerse, en determinados casos la 
Ley permitirá prorrogarlo según el artículo 144. 1 del CPP. 
- Los plazos y términos que regulan la actividad Fiscal y del Juez, es de 
obligatorio cumplimiento y que su inobservancia genera responsabilidad 
disciplinaria, según el artículo 144. 2 del CPP. 
-  La Ley procesal contempla la figura de fuerza mayor y caso fortuito y 
por defecto en la notificación no es computable, con la finalidad de 
obtener la reposición íntegra del plazo, tal situación es a solicitud de 
parte según artículo 145. 1 CPP. 
 
2.2 Breve reseña de las etapas procesales del proceso común (CPP) en materia 
penal peruano 
El Código Procesal Penal del 2004 desarrolla el modelo procesal penal denominado 
“proceso común”, diseñado de acuerdo al Estado Constitucional de Derecho, 
sustentado en las garantías procesales constitucionales, así como internacionales 
(convenio y tratados), estamos ante un sistema procesal acusatorio – garantista (Peña, 




El Código Procesal Penal es la respuesta a la constitucionalización del proceso penal 
peruano (Peña, 2009, pág. 17). 
El mencionado proceso común (Código Procesal Penal 2004) cuenta con tres etapas, 
el primero tiene de nombre de “Investigación preparatoria”; el segundo de “etapa 
intermedia” y el tercero de la “etapa de juzgamiento” que a continuación serán 
desarrolladas. 
2.2.1 Etapa de investigación preparatoria  
2.2.1.1 Concepto 
La etapa de investigación preparatoria comprende una serie de actos 
procesales, bajo la dirección del Fiscal; tiene como características la de 
ser única, dinámica y flexible.  Se resalta el trabajo de campo, el de 
laboratorio y en un menor grado el trabajo de escritorio. 
La PNP en esta etapa, es un órgano de auxilio y de apoyo para el 
Ministerio Público. 
En esta etapa se realizan las diligencias preliminares e investigación 
propiamente dicha, se dictan las instrucciones pertinentes amparadas en 
la Ley procesal, así como del marco constitucional, sin dejar de lado el 
respeto a los derechos fundamentales. (Cubas V. , 2017, pág. 19) 
2.2.1.2 Características  
- Se inicia esta etapa con la denuncia ante el Fiscal o ante la Policía 
Nacional o cuando las mencionadas autoridades en el momento 
concreto en tengan conocimiento de la noticia criminal, esta se inicia 
de oficio, en caso de la Policía da cuenta al Fiscal (Sanchez P. , pág. 
89). 
- Las actuaciones procesales que se desarrollan en esta etapa, deben 
sustentarse en las garantías del debido proceso y respeto a los 
derechos fundamentales del ser humano (Sanchez P. , pág. 90). 
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- La etapa de investigación preparatoria, es la plataforma sobre el cual 
sostiene la etapa intermedia y juzgamiento, es decir todo el proceso 
(Peña, 2009, pág. 2017). 
- En esta etapa el Fiscal se aboca a obtener evidencias, elementos de 
prueba que permitan acreditar el hecho punible materia de 
investigación, realizando diligencias directamente o a través de la 
Policía Nacional del Perú.  
- La de investigación preparatoria se divide en dos etapas: investigación 
preliminar, según el numeral 2 del artículo 334 del Código Procesal 
Penal y la investigación preparatoria propiamente dicha, según el 
numeral 1 del artículo 336 del Código Procesal Penal.  
- Los elementos de la primera etapa del proceso común se dirigen a 
recabar y acreditar de elementos de convicción que acreditan el delito, 
en el que se realiza los actos urgentes. (Cubas V. , 2017, pág. 26), 
Caracterizándose así por ser: a) contingente,  esto se debe a que no 
siempre se realizará las diligencias preliminares, solo son ejecutadas 
si existe dudas acerca de los presupuestos necesarios para iniciar 
formalmente la investigación, b) desformalizado, se refiere a que el 
Fiscal y la Policía, realizan la recopilación de información de acuerdo 
a una estrategia de investigación establecida a lo más conveniente, 
sin someterse a reglas rígidas ni formalidades que si son exigidas en 
las demás etapas del proceso y c) secreto y reservado, se refiere a 
que determinados actos procesales son realizados sin dar a conocer 
a la persona investigada, es excepción  a la regla de que todo acto que 
realiza el Fiscal o la Policía en contra de la persona investigada se le 
dará a conocer al propio investigado, mas no a terceras personas 
ajenas al proceso (Ore A. , 2016, págs. 33 - 34 - 35). 
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- La Investigación propiamente dicha inicia con la disposición de 
formalización y continuación de la investigación preparatoria, debe 
cumplir con requisitos de procedibilidad que son los siguientes: 
- Elementos de convicción que permiten acreditar la existencia de la 
comisión del delito (Ore A. , pág. 60).  
- La individualización de identificación del presunto autor (su nombre 
completo edad, sexo y demás características físicas) (Ore A. , pág. 
61). 
- La acción penal no debe haber prescrito, para ello se debe aplicar las 
reglas de la prescripción de la acción penal establecidas en el artículo 
80 y siguientes del Código Penal. (Ore A. , 2016, págs. 61 - 62) 
- Tampoco debe concurrir en otras causales de la acción penal que son: 
muerte del imputado, cosa juzgada y amnistía. (Ore A. , 2016, pág. 62) 
- Debe de concurrir; a) la acción previa, es aquel presentado por el 
Fiscal cuando decide continuar con la investigación preparatoria, 
omitiendo un requisito de procedibilidad explícitamente establecido en 
el Código Procesal Penal, según el numeral 1 del artículo 4 del Código 
Procesal Penal y la cuestión pre judicial, b) la acción pre judicial, se da 
si el Fiscal continua con la investigación, pese a que fuere necesaria 
en vía extra penal una declaración vinculada al carácter delictuoso del 
hecho según el artículo 5.1 del CPC. (Arbulú V. , 2013, págs. 44-46). 
2.2.2 Etapa de intermedia  
2.2.2.1 Concepto 
Es aquella etapa que se sigue a raíz del resultado de la investigación 
preparatoria, en esta etapa se realiza una serie de actuaciones 
procesales que comienza desde la acusación o de ser el caso el 
sobreseimiento y termina con la emisión de auto citación a juicio.  Esta 
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etapa es “bifronte”, esto se debe a que por un lado permite resolver la 
correcta clausura o correcto archivamiento de la causa y por el otro 
determinar el desarrollo y continuación del proceso. (San Martín, 2015, 
pág. 367) 
2.2.2.2 Características  
De acuerdo a (San Martín, 2015, pág. 369) la etapa intermedia cuenta 
con siguientes características:  
- La etapa intermedia inicia con la acusación o sobreseimiento y concluye 
con el auto de citación a juicio oral o con el archivamiento.  
- Juez de investigación preparatoria tiene el control de la etapa 
intermedia. 
- Audiencia preliminar del control de acusación y la audiencia de control 
del sobreseimiento, se realizan aplicando el principio de igualdad de 
armas, la oralidad y el contradictorio. No se actúa pruebas. 
- En esta etapa se debate la procedencia o la admisibilidad de las 
pruebas ofrecidas, tanto de la fiscalía como también de la parte de la 
defensa. 
- El Juez puede instar criterios de oportunidad, deduce excepciones y 
otros medios de defensa y observa la acusación por defectos formales. 
(Código Procesal Penal, 2004, págs. 545 - 554) 
2.2.3 Etapa de juzgamiento  
2.2.3.1 Concepto  
Es la etapa que comprende a un conjunto de actuaciones procesales en 
tres fases fase inicial, fase probatoria y fase decisoria, con el objetivo 
fundamental de corroborar la responsabilidad penal (el quebrantamiento 
de principio de inocencia) o en todo caso la absolución. La sentencia pone 
fin al proceso de primera instancia. En esta etapa se realiza la actuación 
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de todo medio de prueba, que será la fundamentación factico jurídico de 
la sentencia. Esta etapa es desarrollada en base varios principios 
(inmediación, economía, celeridad, oral, publicidad y contradicción) (San 
Martín, 2015, pág. 367). 
2.2.3.2 Características 
En cuanto a las características de la etapa de juzgamiento podemos 
señalar las siguientes: 
El juicio oral se desarrolla en tres etapas: etapa inicial, etapa probatoria y 
etapa decisoria.  
 
- La apertura de instalación de audiencia (Ore A. , 2016, pág. 276) 
- Los alegatos de apertura de las partes procesales, en esta etapa 
se oraliza la teoría del caso de la Fiscalía como también de parte 
de la defensa, de igual manera el actor civil y el tercero civilmente 
responsable. (Ore A. , 2016, pág. 277). Aquí es importante el 
ejercicio de las técnicas de la litigación. 
- El ofrecimiento y admisión de nuevos medios de prueba (de forma 
excepcional). Cuando por la naturaleza de la prueba coadyuva al 
esclarecimiento de la verdad, de tal suerte, resulta determinante su 
incorporación al proceso. Ídem 
- La reiteración de medios de prueba no admitidos en la audiencia de 
control de acusación, se necesita de una especial argumentación, 
esto quiere decir, que la parte que solicita debe de acreditar que 
dicho medio probatorio sirve para brindar un nuevo y mayor 





- La audiencia con la necesaria y obligatoria presencia de las partes 
procesales (Juez, Fiscal, acusado y abogado defensor) (Neyra, 
pág. 363). Del párrafo precedente se entiende que la presencia de 
las partes procesales en la fase probatoria resulta trascendental 
para el desarrollo de una debida actuación probatoria. 
- La etapa probatoria se rige por el principio de aportación de parte 
(Neyra, 2010, pág. 362). Esto quiere decir que se recalca una vez 
más que el proceso penal se sustenta en garantías procesales que 
es de obligatorio cumplimiento para dar validez al momento de la 
administración de justica en materia penal. 
- Se admitirá más pruebas siempre y cuando sea conducentes, útiles 
y pertinentes (Neyra, 2010, pág. 362). En otras palabras, el autor 
citado nos manifiesta que el aporte pruebas en la etapa de 
juzgamiento tiene que ser sustancial, de valiosa incorporación y 
más aún, cuando su aportación aporta un hecho, que bien puede 
corroborar la responsabilidad penal o la absolución de la persona 
imputada. 
- No se puede admitir pruebas cuando su obtención ha vulnerado los 
derechos fundamentales (Neyra, 2010, pág. 362). Es así que, del 
precepto citado recalca que el proceso penal en la etapa de 
juzgamiento se realiza dentro del marco de respeto a derechos 
fundamentales referidos a personas involucradas en el proceso. 
- El orden de la actuación de los medios probatorios son: a) examen 
de acusación, b) examen de testigo, c) examen de peritos y d) 
lectura de prueba documental (Neyra, 2010, pág. 362). Esto quiere 
decir, la actuación probatoria da una mayor claridad y orden para 
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una mejor apreciación de los hechos imputados y de los eximen de 
responsabilidad penal. 
- El Juez es el director del debate, en cuanto a las partes, estos 
pueden objetar las pruebas mediante el empleo de preguntas y 
pedir la reposición de lo decidido por el Juez (Neyra, 2010, pág. 
362). Por lo expuesto se entiende que la máxima autoridad 
deliberativa, es el Magistrado, quien con el uso adecuado del 
derecho permitirá que se dé una debida valoración de las pruebas 
dentro del proceso penal, otorgando una adecuada dinámica en el 
desarrollo del debate. 
 
- En esta fase el tribunal declara su fallo con respecto al caso, 
sustentándose con las pruebas actuadas y los alegatos finales de 
las partes procesales, en caso de que corrobore la comisión del 
delito, definirá la pena que le corresponde y también el monto por 
reparación civil (San Martín, pág. 413). Por lo tanto, el magistrado 
luego de la valoración de todo lo desarrollado en la etapa 
probatoria, administra justicia de acuerdo con el marco 
constitucional y procesal que lo faculta. 
- Cuando se trata de un proceso que resuelve el Juzgado Colegiado 
se requiere la mayoría para fijar la pena y/o reparación civil, en caso 
de no producirse ello, se opta por el terminó medio (San Martín, 
2015, pág. 413). Esta regla se aplica para todo tipo de pena, en 
caso de que se trate de cadena perpetua y suceda que no existe 
mayoría, la sanción, que le corresponda seria la en inmediato 
inferior, que seria los treinta y cinco años. 
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- Una vez realizada la deliberación y se tiene definido la votación de 
los siguientes conceptos (incidentes pendientes, existencia del 
hecho y su circunstancias, responsabilidad de la acusa, 
circunstancias modificatorias y grado de participación, la 
calificación legal del hecho punible, individualización de la pena y 
pronunciamiento sobre la media de seguridad, sustitutiva o 
concurrente, reparación civil y consecuencias accesorias y las 
costas y costos  del proceso) (San Martín, 2015, págs. 413-414). 
De lo expuesto se entiende que el Juez en la sentencia debe de 
realizar una debida motivación sobre todos los puntos mencionados 
por el jurista San Martín, indicados líneas arriba, debido a que lo 
exige la Constitución Política del Perú en el artículo 139, que regula 
la debida motivación de las resoluciones. 
 
2.3 Plazos legales de las etapas procesales  
2.3.1 Plazos en la etapa de investigación preparatoria 
La etapa Investigación Preparatoria es la primera etapa procesal, se encuentra 
bajo la dirección de la Fiscalía, quien es titular de la investigación. Esta es la 
etapa del proceso penal con la que el Fiscal inicia el ejercicio de la acción penal 
persecutoria. (Ore A. , 2016, pág. 76)  









Plazos procesales de la etapa Investigación Preparatoria 




Simples 60 d 60 d 
Complejos 8 m 8 m 
Organización 
Criminal 
36 m 36 m 
Fuente: Elaboración Propia de acuerdo a lo establecido en el CPP del 
2004, articulo 334.2 
En base a este cuadro, el plazos para el desarrollo de las diligencias, para un 
proceso es de naturaleza simple es 60 días prorrogable por otros 60 días, esto 
según a la Casación (66 – 2010 Puno), que indica que las diligencias 
preliminares no puede ser mayor al plazo máximo de la investigación 
preparatoria; para materia de naturaleza compleja, las diligencias  preliminares 
duran ocho (8) meses, prorrogables por otros ocho (8) meses; y para procesos 
de naturaleza de organización criminal, las diligencias preliminares serán de 36 
meses y prorrogables por el mismo periodo de tiempo. 
Plazos de la investigación propiamente dicha  








Simples 120 d 60 d 
Complejos 8 meses 8 meses 
Organización Criminal 36 meses 36 meses 
Fuente: Elaboración Propia de acuerdo a lo establecido en el CPP del 
2004, articulo 342. Inciso 1 y 2. 
El plazo para la investigación propiamente dicha 120 días prorrogables por 60 
días en materia de naturaleza simple, de ser complejo la materia el plazo es 
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de 8 meses, prorrogable 8 meses más y si es crimen organizado el plazo será 
de 36 meses más 36 meses prorrogables. 
De esta manera el plazo y termino procesal para un proceso común de 
naturaleza simple es de 180 días, esto en marco estricto al plazo legal del 
Código Procesal Penal. 
En materia de naturaleza compleja la suma total es de 16 meses; y si es 
materia de organización criminal el total ascenderá el total de 72 meses.  
2.3.2 Plazos en la etapa Intermedia 
Como resultado de la primera etapa procesal que culmina con la conclusión de 
la investigación preparatoria. La etapa intermedia se inicia con decisión adopta 
la Fiscalía (acusación o sobreseimiento), etapa en que la fiscalía puede decidir 
acusar o pedir el sobreseimiento de la causa; básicamente se fundamentará en 
que si el proceso penal continuará. 
Al respecto, Ortega Pérez citado por (Ore A. , 2016, pág. 131) señala lo siguiente: 
el control jurisdiccional que se realiza y donde exige del instructor la realización 
de un juicio sobre la consistencia fáctica y jurídica, se decide si merece ir a juicio 
o no. 
Esto quiere decir, que el control jurisdiccional en la etapa intermedia juega un 
papel muy importante, para una debida acusación que realizara el Fiscal en el 
proceso, a la que corresponde y se toma decisiones mediante una audiencia de 
debate.  
Ahora bien, con respecto a los plazos de la etapa intermedia es la que menciona 







Plazo y término procesal de la etapa intermedia 

























15 d  10 d. 40 d 2 d 
Acusación 
Complejo 
15 d  10 d. 90 d 2 d 
Fuente: Elaboración Propia de acuerdo a lo establecido en el CPP del 2004, 
artículos 344, 345, 346, ,350 y 351. 
De acuerdo al cuadro desarrollado podemos señalar que la decisión Fiscal 
(sobreseimiento o acusación), el plazo que otorga el Código Procesal Penal es 
de 15 días, independientemente de que se trate de proceso simple o complejo. 
De igual manera con respecto al plazo del traslado de acusación, a las partes 
procesales de la decisión fiscal (sobreseimiento o acusación), el plazo es de 10 
días. 
La diferencia en esta etapa del proceso está en la realización de la audiencia, 
porque: 
- Si se trata de un sobreseimiento en un proceso simple, el plazo para la 
audiencia es de 30 días 
- Si se trata de un sobreimiento de un proceso complejo, el plazo es de 60 días. 
- Si se trata de la acusación de un proceso simple, el plazo para la realización es 
audiencia de 40 días 
- Si se trata de acusación de un proceso complejo, el plazo para la audiencia es 
de 90 días.  
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- También es importante mencionar, que existen plazos y términos distintos con 
respecto a la decisión del Juez de la Investigación Preparatoria por lo siguiente: 
- Si se trata de un sobreseimiento de un proceso simple, el plazo para la 
decisión es de 15 días. 
- Si se trata de un sobreimiento de un proceso complejo, el plazo de decisión 
es de 30 días. 
- Cuando se trate de la acusación ya sea de un proceso simple o de un proceso 
complejo, el plazo será, para ambos casos el de dos días.  
2.3.3 Plazos en la etapa de juzgamiento 
De acuerdo (Gimeno, 1991, pág. 331), podemos entender por juzgamiento lo 
siguiente: 
El juzgamiento es la etapa de mayor trascendencia e importante, básicamente 
porque en dicha etapa se llevan todas las actuaciones probatorias, es preciso 
señalar también que en esta etapa se instala la audiencia, seguidamente se 
realiza el juicio oral, los alegatos de las partes procesales y la decisión más 
importante, que es la sentencia. Todo ello bajo observancia y respeto de los 
principios: oralidad, publicidad, inmediación y contradicción (San Martín, 2015, 
págs. 390-413). 
En base a lo indicado, la etapa de Juzgamiento es lo más trascendental del 
proceso común, se desarrolla sobre la base de la acusación. Se rige por 
principios procesales (oralidad, publicidad, inmediación y contradicción); además 
de la continuidad del juzgamiento, concentración de los actos, identidad física 
del juzgador y presencia obligatoria del imputado y su abogado defensor.  
También es importante señalar que en esta etapa del proceso común se realiza 
el juicio oral, que comprende los alegatos preliminares, la actuación probatoria, 
los alegatos finales, la deliberación y sentencia. 
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En esta etapa, las actuaciones procesales una vez instalada la audiencia, esta 
debe seguir en sesiones continuas e ininterrumpida y reprogramarse en un plazo 
no mayor a ocho (8) días hasta el periodo decisorio.  
  Para el desarrollo correcto de esta etapa el Código Procesal Penal ha 
establecido los plazos y términos, que son detallados a continuación. 
Cuadro Nro. 4 
Plazos y términos en la etapa de Juzgamiento 
Periodo inicial  Periodo probatorio Periodo decisorio 
Menor 8 días hábiles o 
días continuas 
Menor 8 días hábiles o 
días continuas  
2 d o 3 d 
3 d 
Fuente: Elaboración propia de acuerdo a lo establecido en el CPP del 2004 
De acuerdo al cuadro podemos indicar que para realización tanto de la atapa 
inicial, probatoria y decisoria, se debe realizar de forma continua, cumpliendo 
el plazo de ocho (8) días como máximo para la fijación y continuación entre 
periodos, independientemente de las audiencias que se puedan realizarse. 
Mas no se establece un límite máximo del plazo. 
Con respecto a la decisión, los Jueces tienen un plazo máximo de deliberación 
de dos (02) días, pudiendo realizar en el mismo instante. 
En caso de que hubiera enfermedad puede extenderse el plazo, en un (1) día, 
haciendo un total de tres (3) días.  
 
2.4 Principios procesales en materia penal  
Principios que garantizan el desarrollo de un proceso en estricto cumplimiento de los 
derechos fundamentales de toda persona.  
2.4.1 Principio del debido proceso  
Es un principio matriz para todo proceso, el cual se define: 
El debido proceso es un principio que coadyuva a que se resuelva de forma justa 
la causa mediante el empleo del criterio de justicia, de razonabilidad y 
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proporcionalidad por el Juez, además estas deben estar en el marco del plazo 
razonable, derecho de defensa, motivación resolutiva, entre otros (Landa, 2012, 
pág. 16). 
Bajo ese contexto, el debido proceso no supone su ejecución a lo estrictamente 
judicial, si no también, se extiende a otras dimensiones como administrativos, 
corporativos, etc. Es así que, el debido proceso en esencia asegura un proceso 
correcto con respeto a sus plazos y sobre todo que se llegue a una justicia 
oportuna. 
2.4.2 Principio de legalidad procesal 
Este principio trata de las medidas procesales establecidas tácitamente en la 
Ley, según las que se van a cumplir en la forma y por el tiempo señalado en ella 
(Cubas V. , 2009, pág. 371). 
En ese sentido, el presente principio nos recuerda el sometimiento al imperio o 
mandato de la ley en todas sus dimensiones, es así que, también nos exige que 
los actos procesales deben desarrollarse dentro del marco procesal establecido 
por la Ley procesal.  
2.4.3 Principio de la economía procesal 
Principio que es mencionado en el artículo 6 del T.U.O de la Ley Orgánica del 
Poder Judicial, (DS Nro. 017 – 93 – JUS), que debe ser aplicado por el Juez en 
momento concreto en que va resolver el conflicto sometido a su jurisdicción. 
Según Riba Trepat citado por Ore (2016, pág. 184) señala que:  
 
 
“como principio de interpretación de la ley debe ser considerado por el 
juzgador a la hora de respetar un plazo, de actuar a través del impulso 
de oficio y también a decidir sobre ciertas actuaciones de las partes”. 
 
  
En ese sentido, el Juez debe de hacer respetar los plazos y términos procesales 
para actos procesales según corresponda en cada etapa procesal, y así no se 
genere formalismos engorrosos en el proceso. 
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Sbert Pérez citado por Ore (2016, pág. 184) también define de la siguiente 
manera, como aquel que obliga a que se realice dentro de un corto tiempo, para 
que no implique mucho esfuerzo ni tampoco inversión en económica, para cada 
actuación procesal.  
Esto quiere decir, que el proceso debe tener fluidez y eficiencia, pero teniendo 
en cuenta el ahorro del tiempo y dinero en las actuaciones procesales, sin gastar 
o despilfarrar esfuerzo. 
2.4.4 Principio de celeridad procesal  
El principio esta mencionado en el artículo 6 de TUO de la Ley Orgánica del 
Poder Judicial, que debe ser aplicado en el proceso penal, en todos los actos 
procesales, la misma que deben de realizarse de manera rápida a fin de concluir 
el proceso dentro de un plazo razonable. 
Según Couture citado por (Ore A. , 2016, pág. 185), el mencionado principio se 
refiere a la obligación del Estado a que el proceso penal sea resuelto en forma 
efectiva y breve. 
En ese sentido, el principio de celeridad permite que tengan las partes un 
proceso más breve y efectiva, de acuerdo al marco constitucional y legal 
establecido, sin olvidar que el Estado está en su función de concretar dicho 
principio, que a las partes garanticen una seguridad jurídica de rapidez del 
proceso.  
El principio de celeridad garantiza el cumplimiento oportuno, de los actos 
procesales y así se resuelvan de forma rápida, efectiva y ágil, sin la necesidad 
de que esta se pueda dilatar y a efectos de que el proceso pueda concluir y 
resolver en el menor tiempo posible, de esta forma se brinda a las partes 
procesales una respuesta oportuna. 
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2.4.5 Principio de concentración procesal 
El principio de concentración, es mencionado en el artículo 6 del T.U.O de la Ley 
Orgánica del Poder Judicial, que para el caso del proceso penal exige predomine 
de la oralidad e inmediación, por lo que es necesario que el magistrado vea y 
oiga las alegaciones y el material probatorio que presentan las partes en el 
proceso. 
 Según la doctrina debe entender, por el principio de concentración lo siguiente: 
Que exige a que varios de los actos procesales deben de realizarse en una sola 
audiencia, y de no ser así, deben realizarse en pocas sesiones que además 
estas sean continuas y en breve plazo posible (San Martín, 2015, pág. 84), esto 
para garantizar que el Juez resuelva con conocimiento de la materia a 
profundidad, de esta forma evitar que los Jueces no cometan imprecisiones o 
tengan apreciaciones erróneas al momento de tomar una decisión (Ore A. , 2016, 
pág. 188)..  
En ese sentido, se debe garantizar la aplicación del principio de concentración 
en todas las etapas del proceso común, cada etapa se procurará realizar en una 
sola audiencia, pero debe de indicarse que muchas veces no se puede realizar 
en un solo acto todas las actuaciones procesales, razón por la cual se permite 
seccionar la audiencia en varias sesiones continuas e ininterrumpidas hasta su 
conclusión por causas indicadas en los artículos 356 y 360 del CPP del 2004.  
El Código Procesal Penal para el caso de la audiencia de juicio oral, que se 
realiza en la etapa de Juicio, que se realiza en la etapa de juzgamiento, en caso 
de que se suspenda no debe superar el plazo máximo de 8 días hábiles para su 
reanudación y continuación, en caso contrario, se anulará el juicio celebrado, 
siendo necesario nueva realización del juicio oral. 
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2.4.6 Principio de plazo razonable   
Según (Oré, 2011, pág. 102), el plazo razonable coadyuva en virtud del cual el 
órgano jurisdiccional es el sujeto que tiene el deber y obligación de dar respuesta 
o resolver tomando una decisión, el cual debe ser emitido en un tiempo 
prudencial que ponga fin al proceso. 
Es decir, que la existencia del plazo razonable en materia penal sirve para que 
el proceso se desarrolle dentro de un periodo adecuado, evitando 
prolongaciones innecesarias e injustificadas que hacen que la justicia tarde en 
perjuicio de las partes procesales causando daños irreversibles. 
 
2.5 Partes procesales  
2.5.1 Ministerio Público  
2.5.1.1 Concepto 
Según, el artículo 1 de la Ley Orgánica del Ministerio Publico DL 052 - 
1981, el Ministerio Publico es un órgano público que se encarga de la 
persecución del delito y reparación civil, es el defensor de la legalidad y 
de los intereses públicos, de acuerdo con establecido en la Constitución 
y el respetando los derechos fundamentales.  
El MP es el titular de la acción penal, defensor de la legalidad, garantiza 
respeto a derechos fundamentales, garantiza al cumplimiento de las 
normas y principios, prevé aspectos irregulares en que se puede incurrir 
en cumplimiento de deberes y obligaciones de Fiscales, además se 
ejercita a pedido parte o de oficio, dependiendo a la naturaleza de la 
calificación de la noticia criminal. (Ministerio Publico, 2018). 
En ese sentido, a continuación, vamos a desarrollar las funciones que 
tiene el Ministerio Público a continuación.  
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2.5.1.2 Funciones  
Según el artículo 60 del Código Procesal Penal del 2004, las funciones 
del Ministerio Publico son: 
- La Fiscalía se encarga del ejercicio de la acción penal de oficio o a 
pedido de del quien se vulnero su derecho u otro. 
- La Fiscalía se encarga de la investigación de noticias criminales o 
delitos. 
- La Fiscalía también representa a la sociedad en los procesos judiciales. 
En base a lo indicado anteriormente, está claro que al Ministerio Público 
le corresponde la persecución del delito penalmente, promover la 
justicia penal y representar a la sociedad. 
2.5.2 Juez Penal 
2.5.2.1 Concepto 
El Juez en el proceso penal aparece como el principal sujeto procesal 
como garantía en diferentes etapas del proceso, en ese sentido, según 
(Calderón A. , 2009, pág. 67), el Juez es el encargado de ejercer la 
potestad de administrar justicia en materia penal, es decir se encarga de 
aplicar la Ley en cumplimiento de sus atribuciones, de promover la justicia 
de oficio o a pedido de la parte interesada.  
Es así que, el Juez es el órgano que administra justicia, ejerce la potestad 
de conocer y sentenciar un litigio, ejerciendo su potestad de dirección, 
instrucción, competencia y jurisdicción. 
2.5.2.2 Funciones del Juez 
 
El Juez está a cargo de las diferentes etapas del proceso, es el 
garante de un debido proceso, tiene conocimiento en el desarrollo de 
la etapa de investigación preparatoria, de la etapa intermedia del 
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proceso, así como la de la etapa de juzgamiento (Rodriguez & otros, 
2012, pág. 78).  
Pero como lo señala el artículo 29° del CPP y en concordancia con 
artículo 323 del Código Procesal Penal del (2004), el Juez interviene 
en diferentes etapas: en la etapa preparatoria, el juez resuelve las 
solicitudes y requerimientos  del Fiscal y las partes (medidas 
coercitivas o cautelares preliminares) que fueran necesarias; 
también cabe señalar que el Juez interviene en la investigación 
preparatoria, en los que impone, modifica o cesa a cuantas medidas 
limitativas de derechos fueran necesarias; los medios de defensa y 
controla los plazos. 
Por ello la labor del Juez en esta etapa lo realiza de acuerdo con 
debido respeto a la Constitución y Ley procesal. 
 
En la etapa intermedia se encarga de conducir el proceso y las 
funciones del Juez son: 
- Conduce la audiencia preliminar, en la cual sanea la acusación del 
Fiscal, resuelve el cuestionamiento de la otra parte. Fija los medios 
de defensa técnicos, también si es necesario decide el 
sobreseimiento de la causa, según los artículos 351, 352 del CPP. 
- Atiende a la solicitud del Fiscal de acusar o  sobreseimiento total o 
parcial del proceso, previa audiencia, con participación de las 
partes, según los artículos 344, 346 y 352 del (Código Procesal 
Penal, Decreto Legislativo N° 957, 2004) 
- Conduce la diligencia de la prueba anticipada con la intervención 
de las partes procesales. 
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- Dicta el auto de enjuiciamiento, traslada al juzgado al que 
corresponde (juzgado unipersonal o colegiado), para que esta 
pueda emitir la citación a juicio oral, la fecha, hora, la sede judicial, 
las partes que deban concurrir y los apercibimientos 
correspondientes. 
 
Esta etapa, es la más importante del proceso penal, aquí se lleva el 
juicio oral, los alegatos y se actúan todos los medios probatorios, en 
donde, a los Jueces del Juzgado Unipersonal o Colegiado le 






Según (Sanchez J. , 2004, pág. 494), la víctima es la persona al que se 
le transgredió un derecho subjetivo u objetivo, en el cual se le ha causado 
daño, la cual puede ser material o moral, realizado por una acción u 
omisión que violan la legislación penal.  
Es decir que, cuando nos referimos a la víctima en el proceso penal, nos 
estamos refiriendo al individuo que ha sufrido daños, viéndose en ese 
sentido afectado a sus derechos, sea por una acción u omisión, 
consecuentemente cabe en un tipo penal. 
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La víctima tiene el derecho de iniciar o constituirse al proceso dentro de 
los plazos establecidos del Código Procesal Penal, esto con la convicción 
de hacer valer sus derechos y encontrar justicia, siendo así la víctima 
sujeto procesal que tiene una gran importancia. 
Además, la víctima, puede ser una persona natural o jurídica afectado por 
un hecho, al quien se le ha causado daño a su persona o patrimonio por 
cualquier circunstancia. 
Siendo la victima un sujeto procesal, debe ser indemnizados y reparados 
por todos los daños y perjuicios generados en este caso por 
incumplimiento del proceso penal a lo que consideramos siempre 
excesivos, que, sin alguna duda, tienen daños materiales o morales.  
2.5.3 Actor civil  
2.5.3.1 Concepto 
De la misma forma cuando nos referimos al actor civil, según (Ore A. , 
2016, pág. 304): 
Actor civil es la persona física o jurídica (agraviado o perjudicado por la 
comisión de acción u omisión de los hechos), que se encuentra facultado 
para ejercer y hacer valer sus derechos dentro del proceso penal.  
Tanto la víctima como el actor civil, tienen el derecho de iniciar o 
constituirse al proceso dentro de los plazos procesales establecidos por 
el Código Procesal Penal, esta con la convicción de hacer valer sus 
derechos y encontrar la justicia.  
El actor civil es una persona que forma parte del proceso, la persona 
quien ha sufrido un menoscabo o daño a su persona o patrimonio y esta 
puede ser de cualquier índole. (Sanchez J. , 2004, pág. 494). 
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Según (Arbulú V. , 2013, pág. 374) señala que víctima es sujeto procesal 
quien juega su rol accionario dentro del Proceso Penal, pero limitado al 
campo civil reparatorio o indemnizatorio. 
2.5.4 Imputado 
2.5.3.2 Concepto de imputado 
Según  (Neyra, 2010, pág. 236), al imputado conceptualiza así: 
También llamado (procesado, investigado, acusado) dependiendo 
en la etapa del proceso en que se encuentre, es decir, es aquella 
parte del proceso penal al que se le imputa un hecho o conducta 
ilícita o criminal, el cual configura en un tipo penal, parte que ve 
amenazado su libertad o el ejercicio normal de sus derechos, 
dependiendo de la gravedad de la naturaleza de la comisión del 
delito, se le atribuye un hecho incriminatorio.  
Entonces el imputado es aquel contra quien se dirige y se le 
atribuye la responsabilidad por el hecho delictivo que se investiga, 
que al final será sometido a juicio y sentenciado. 
En cuanto a los derechos del imputado, según el Artículo 71 del 
(Código Procesal Penal, 2004) son: 
- La persona imputada tiene derecho a defenderse de acuerdo a 
los derechos establecidos en la Constitución, Ley procesal y la 
Corte Internacional de los Derechos Humanos. 
- El Juez, el Fiscal y la Policía, debe hacer conocer al imputado 
de manera clara, inmediata y comprensible, sobre sus derechos, 
que son entre otros: 
- Conocer los cargos formulados en su contra, tener abogado 
desde el primer acto de investigación, puede reservar su 
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declaración, no puede sufrir en su contra medios coactivos que 
lo intimiden o son contrarios a su dignidad.   
Esto quiere decir que el imputado goza de derechos que deben 
ser cumplidos en cada una de las etapas del proceso, por parte 
del Juez y Fiscal. 
 
2.6 Responsabilidad y consecuencias por el incumplimiento de plazos procesales  
2.6.1 Responsabilidad de jueces y fiscales por incumplimiento de plazos 
procesales 
De acuerdo al artículo 144 numeral 2 del Código Procesal Penal, los jueces sólo 
asumirán responsabilidad disciplinaria cuando incumplan los plazos procesales 
establecidos por el Código Procesal Penal. Sin embargo, es también importante 
resaltar que según el artículo 51 de la Ley Orgánica del Ministerio Público, los 
fiscales pueden asumir responsabilidad Civil y Penal por incumplimiento de sus 
funciones.  
De igual manera de acuerdo al artículo 118 del Código Procesal Civil, indica que 
el Fiscal es responsable civilmente cuando en el ejercicio de sus funciones actúa 
con negligencia, dolo o fraude. El proceso que se sujeta al trámite es igual al que 
se realiza cuando se trata acreditar responsabilidad en materia civil por parte del 
Juez, como señala el artículo 509 del Código Civil, que indica que en caso de 
que se acrediten que causo daño a las partes procesales, puedan ser 
procesados a fin de que este pueda resarcir el daño.  
En consecuencia, podemos señalar que el incumplimiento de plazos procesales, 
en excedente, carente de justificación, realmente causan responsabilidad según 
indica (Carcausto, 2008, pág. 175),  
 
 
“La responsabilidad tiene un método de análisis. Es común la afirmación la 
cual el instituto de la responsabilidad civil tiene elementos que configuran su 
 
48 
supuesto de hecho. Dichos elementos son: el daño, el hecho generador, la 
relación causal y los criterios de imputación” (Carcausto, 2008). 
 
 
Esto quiere decir, que al encontrar un nexo causal por el hecho de las dilaciones 
procesales es también indemnizable los daños por responsabilidad tras el 
incumplimiento de los plazos y términos procesales.  
En cuanto a la responsabilidad penal, podemos tener en cuenta los delitos 
establecidos en la sección III denominado denegación y retardo de justicia, que 
contempla los delitos contra la administración pública. Estos delitos son los 
siguientes. 
- El artículo 422 que tipifica el delito negativo del magistrado al administrar 
justicia.  
- El artículo 423 que tipifica el delito de negativa al cumplimiento de obligación 
de notarios, secretarios de juzgado y auxiliares de justicia. 
- El artículo 424 que tipifica el ejercicio de la omisión de la acción penal 
2.6.2 Daños a las partes procesales por incumplimiento de plazos procesales  
La responsabilidad civil de acuerdo al Código Civil vigente está dividida en dos; 
a) Responsabilidad civil extracontractual y b) responsabilidad contractual; a su 
vez el daño que forma parte de los elementos de la responsabilidad civil 
extracontractual, se divide en dos: 
a) Daño patrimonial, cuando se afecta la institución material o económica, 
menoscabo que es reparable, y b) daño extra patrimonial(moral), cuando se 
afecta en si a la persona, por el solo hecho de ser persona, el cual, es complejo 
valorar económicamente la magnitud del daño, nada puede reparar el daño 
causado, sea con un bien o dinero.  
Para los efectos del presente trabajo de investigación, en específico la eventual 
responsabilidad civil por parte de Jueces y Fiscales por incumplimiento de sus 




Clasificación del daño 
Fuente: (Calderón, 2014, pág. 60). 
2.6.2.1 Daños patrimoniales o materiales  
Debido a la naturaleza del presente trabajo de investigación 
conceptualizaremos al daño patrimonial, como aquellas lesiones a bienes 
de naturaleza económica afectado, de esta forma afecta, a la esfera 
patrimonial de una persona (Ore A. , 2016, pág. 381). 
Del daño patrimonial mencionado por la naturaleza del trabajo, 
resaltaremos al lucro cesante. 
 
El lucro cesante, es aquella frustración de expectativa de una 
ganancia o, ganancias por el que se dejó de percibir, en 
consecuencia se da un resultado dañoso. (Bustamante, 1987, pág. 
170) 
Esto quiere decir que nos estamos refiriendo a la ganancia 
patrimonial que se dejó de percibir por los daños ocasionados.  
También es importante resaltar lo indicado por (Manzanares, 2008, 
pág. 44) quien señala, que el lucro cesante involucra una serie de 
privaciones de índole ganancial, que pueden incluir pérdida de 









1. Daño sicomático 
1.1. Daño biológico 
1.2. Daño a la salud 
2. Daño a la libertad (daño al proyecto de vida) 
b. Daño objetivo (daño a las cosas) 
2. Por las 
consecuencias 
a. Daño personal (extra patrimonial) 
b. Daño extra personal (patrimonial) 
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Por eso el lucro cesante, va ser siempre futuro respecto al daño que 
la víctima ha sufrido, a lo que, el lucro cesante, es el daño presente 
como el daño futuro.  
2.6.2.2 Daños extra patrimoniales o morales  
Los daños extra patrimoniales o morales, son las lesiones a derechos 
legítimos existenciales no patrimoniales generados al sujeto en su 
aspecto subjetivo (se afecta esencialmente al ser imperio afectivo de la 
persona). 
 
Es un daño psicosomático cualquiera o un daño a al ejercicio de la 
libertad en cuanto "proyecto de vida", es todos o cualquier daño al 
ser humano, cualquiera sea su especie o tipo.  
Es ese sentido los daños son irreparables el cual amerita 
indemnización y reparación de la misma; los daños pueden ser 
psicológicos, sociales, laborales e incluso afecta la salud o bienestar.  
De igual manera involucra menoscabo en el ámbito de la psiquis 
humana, que genera perturbación en el bienestar de la persona. 
 
Del daño a la persona según (Calderón, 2014, págs. 21-22-59), es el 
daño al ser humano, no es quien cometió el daño, sino es la víctima 
como consecuencia sufrida por una acción u omisión de un hecho. 
El ser humano es un ser estructuralmente coexistencial y temporal, 
elementos que se naturalizan en el bien lesionado de índole 
inmaterial, donde el sujeto lesionador infringe generando 
consecuencia de índole negativa a la víctima. 
En ese sentido la reparación de este daño, no puede concretarse por 
la magnitud del daño mismo producido en la víctima, porque es 
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incierto valorar en suma dineraria en equivalencia a la magnitud del 
daño producido.  
Es decir, el daño que se produce a una persona es invaluable, dado 
que es de naturaleza inmaterial, tiene que ver básicamente con el ser 
espiritual del ser humano, es así que por la naturaleza del daño es 
algo complejo de reparar mediante una valuación dineraria.  
También podemos clasificar al daño según (Calderón, 2014, págs. 
60-69), quien la clasifica el daño por su naturaleza y por su 
consecuencia. 
 
Consiste en los daños subjetivos, consecuencia negativa dañoso que 
afecta sobre el sujeto en sí mismo, referidos a sus derechos y es 
daño objetivo, cuando se afecta sobre bienes materiales o cosas del 
sujeto (Ídem).  
El daño subjetivo también puede ser de naturaleza sicomatico, es 
decir comprende del daño biológico y el daño a la salud de la persona 
(Ídem). 
Dentro del daño subjetivo también se tiene como parte del daño 
sicomatico el daño al proyecto de vida, en el cual se puede lesionar 
en varios aspectos de la vida de un sujeto.  
 
Consiste en que este daño pude ser personal o extra personal. Es 
personal, cuando la afectación negativa como consecuencia, no 
puede evaluarse en equivalencia del dinero, es decir es inapreciable 
en dinero. Es extra personal, cuando esta afectación negativa como 




En ese sentido es importante señalar respecto al daño, resaltar lo 
que es el daño moral y daño a la persona por lo siguiente: 
Cuadro Nro. 06 
Diferencia entre daño moral y daño a la persona 
Daño moral Daño a la persona 
Daño moral lesiona a uno de los 
múltiples aspectos de la personalidad 
Cubre todos los aspectos de ella (es 
decir del daño moral) 
El daño moral es frecuentemente 
transitorio 
El daño al proyecto de vida acompaña 
a la persona en transcurso de su vida 
(angustia - sufrimiento) 
Fuente: elaboración propia 
Síntesis:  
En cuanto al estado de la cuestión se partió por la conceptualización y 
diferenciación de lo que es plazo y término procesal. Conceptos que fueron 
aplicados para analizar los plazos del proceso penal. Resaltando que el plazo, 
comprende el lapso de tiempo en que debe realizarse un acto procesal, mientras 
que, el término procesal, se refiere al límite de plazo o momento concreto en el 
que debe realizarse un acto procesal. 
El Código Procesal Penal del 2004 en su artículo 144.2 señala una serie de 
parámetros que van a ser aplicables a los plazos procesales; estableciendo que 
los fiscales y jueces deben de observarlos rigurosamente, en caso de su 
incumplimiento serán pasibles a una responsabilidad disciplinaria. 
El proceso penal, denominado proceso común cuenta con tres etapas: 
Etapa preparatoria, que tiene como característica, única, dinámica y flexible, está 
a cargo del Fiscal, en esta etapa se emite dos importantes disposiciones 
(disposición de inicio de investigación preliminar y la disposición de formalización 
de la investigación preparatoria). Etapa intermedia, está a cargo del Juez de la 
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investigación preparatoria, en esta etapa se realiza la presentación de la 
acusación o en su defecto el sobreseimiento. La defensa técnica deduce 
excepciones y otros medios de defensa y observa la acusación por defectos 
formales. Etapa de juzgamiento, esta etapa resulta trascendental porque aquí se 
realiza la actuación de los medios probatorios, se procura el cumplimiento del 
principio de oralidad y contradicción, se pone en ejerció las técnicas de litigación 
oral y finalmente se desarrolla la etapa decisoria de emisión de la sentencia 
absolutoria o condenatoria.  
Con respecto a los plazos legales en las tres etapas: 
En la etapa de investigación preparatoria, para las diligencias preliminares de 
naturaleza simple es de 60 días, prorrogable por otros sesenta (60) días más, 
para el caso de investigación propiamente dicha cuando se trata de procesos de 
naturaleza simple tiene como tiempo de duración de ciento veinte (120) días, 
más 60 días prorrogables.  
Respecto a plazos en la etapa intermedia el sobreseimiento en procedimientos 
simples el plazo total dura 30 días y en caso de acusación cuarenta (40) días. 
Con respecto al etapa de Juzgamiento no existe un plazo concreto, sino que, 
establece como regla que cada acto procesal debe realizarse de forma continua 
y en caso de su reprogramación no debe extenderse por ocho (8) días para su 
continuación.  
Los principios procesales involucrados en esta temática de investigación son; el 
debido proceso, legalidad procesal, economía procesal, celeridad procesal, 
concentración procesal y el principio de plazo razonable.  
La responsabilidad de los Jueces y Fiscales por la inobservancia de plazos 
procesales genera no solamente responsabilidad disciplinaria, sino que también 
responsabilidad civil según el artículo 118 del CPP y responsabilidad Penal como 
lo establece los Artículos 422 al 424.  
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Esta inobservancia de los plazos, términos procesales también genera daños 
patrimoniales y morales en agravio de partes procesales (victima e imputado); 
en cuanto a los daños patrimoniales nos estamos refiriendo específicamente al 
lucro cesante y en cuanto daños extra patrimoniales no estamos refiriendo al 

































3 ANÁLISIS DEL EXPEDIENTE NRO. 03794 – 2013 Y POSTURA 
 
3.1 Análisis del expediente 03794-2013-95-0401-JR-PE-01 sobre los Plazos 
procesales  
El Código Procesal Penal Nro. 957 establece un proceso modelo al que denomina 
“proceso penal común”, aplicable a todos los delitos y faltas, comprende de tres 
etapas:(etapa preparatoria, etapa intermedia y etapa de juzgamiento); etapas que se 
analizara con respecto a los plazos en el expediente 03794-2013-95-0401-JR-PE-01. 
3.1.1 Plazos en la etapa preparatoria  
La etapa preparatoria tiene por objeto realizar los actos de investigación que 
radica en la búsqueda y reunión de los elementos de convicción de cargo y 
descargo que permita al Fiscal sustentar la imputación efectuada con la 
acusación o sobreseimiento (Calderón A. , 2009, pág. 92). 
 En así que, en esta etapa se va a reunir información para efectuar la imputación. 
Esta etapa es conducida y dirigida por el Misterio Público, comprende dos sub 
etapas (diligencia preliminar/investigación propiamente dicha), plazos y términos 
las cuales desarrollaremos a continuación: 
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3.1.1.1 Diligencias preliminares  
 
La diligencia preliminar, el Código Procesal Penal peruano en el 
artículo 334, numeral 2, señala el plazo de 60 días para su desarrollo.  
 
La denuncia es presentada el 02 de octubre del 2012, por la 
agraviada, Margot Rosa Huanca Quispe, dirigida al Sr. Fiscal de la 
Fiscalía Provincial Penal de turno de Arequipa, el cual se deriva al 
Sexto Despacho de la Tercera Fiscalía Provincial Corporativa de 
Arequipa, el mismo que emite la disposición Nro. 01-2012 (15-
octubre-2012), que dispone abrir investigación preliminar por el plazo 
de cuarenta (40) días, para que se tomen las declaraciones de la 
agraviada, imputados y testigos. 
Mediante disposición Nro. 02-2012 (04-diciembre-2012) dispone 
ampliar la investigación, por un plazo de cuarenta (40) días 
adicionales a efectos que se lleven a cabo las diligencias 
preliminares: declaraciones testimoniales de agraviada, imputados y 
testigos. 
Que, mediante disposición Nro. 03-2013 (18-febrero-2012) dispone 
ampliar la investigación, por un plazo de cuarenta (40) días 
adicionales a efectos que se lleven a cabo las diligencias 
preliminares: declaraciones testimoniales de la agraviada, imputados 
y testigos. 
Luego se emite la disposición Nro. 04 - 2013 (fecha 20 de marzo del 
2013), en la que dispone ampliar la investigación, por un plazo de 
cuarenta (40) días adicionales a efectos que se lleven a cabo 
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diligencias preliminares: recibir declaraciones testimoniales de la 
agraviada, imputados, testigos y se oficia para recabar una prueba 
documental. 
Se emite la disposición Nro. 05 - 2013 (27-mayo-2013), que se 
dispone ampliar las investigaciones por el plazo de veinte (20) días 
adicionales, a efectos de que se lleve a cabo las diligencias 
preliminares, a fin de recibir declaraciones testimoniales de la 
agraviada, imputada, testigos y recabar pruebas documentales de la 
Notaria Concha Revilla. 
Por tanto, desde la denuncia en fecha 03 de octubre del 2012, se 
inicia el proceso hasta la formalización de la investigación 
preparatoria en fecha 10 de setiembre del 2013, teniendo en cuenta 
que el Código Procesal Penal en su artículo 334, numeral 2, señala 
el plazo de 60 días para su desarrollo del análisis del expediente, la 
diligencia preliminar se desarrolló en un plazo total de 342 días, 
dándose un excedente de 282 días.   
3.1.1.2 Formalización de la investigación preparatoria  
 
La formalización de la investigación, es el acto por el cual se inicia 
oficialmente la investigación bajo control jurisdiccional. La ley 
procesal establece ciento veinte (120) días naturales, prorrogables 
por sesenta (60) días más. (CPP artículo 342) 
Tratándose de investigaciones complejas el plazo es de ocho (8) 
meses y ampliables por el mismo periodo por causas justificadas. Si 
se trata de organización criminal, en este caso el plazo para esta 
etapa es treinta y seis (36) meses, prorrogable por el mismo plazo. 
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En la presente materia de análisis se tomará en cuenta el plazo de 
ciento veinte (120) días, en virtud a que el expediente es de 
naturaleza simple.  
 
El Sexto Despacho de la Tercera Fiscalía Provincial Corporativa de 
Arequipa, emite la disposición Nro. 07-2013 (10-setiembre- 2013), 
se dispone la formalización y continuación de la investigación 
preparatoria por el plazo de ciento veinte (120) días. 
También se emite la disposición Nro. 08-2014 (16-enero-2014) se 
dispone, la prórroga del plazo de investigación preparatoria por el 
plazo de sesenta (60) días, por la existencia de causas justificada 
de acuerdo a las características, complejidad y circunstancias de 
los hechos objeto de la investigación, en el cual se realizan las 
siguientes diligencias: 1) Declaración de la agraviada, 2) se reitera 
oficio a la notaria para que esta pueda remitir pruebas 
documentales. 
3.1.1.3 Conclusión de la investigación preparatoria 
 
La conclusión de la investigación preparatoria es el término de la 
investigación preparatoria, para pasar a la siguiente etapa procesal, 





Es así que, desde el inicio en fecha 10 de setiembre del 2013 de la 
formalización de la investigación preparatoria, hasta la, disposición de 
la conclusión de la investigación preparatoria en fecha 03 de 
noviembre del 2014, tomando en cuenta lo dispuesto en el Código 
Procesal Penal en el artículo 342 que establece un plazo de ciento 
veinte (120) días y prorrogables por sesenta (60) días más. Se 
concluye que la formalización de la investigación preparatoria se 
desarrolló en un plazo total de 426 días, dándose un excedente de 
246 días.  
En sentido toda la etapa de investigación preparatoria tuvo una 
duración total de 768 días, en tanto el CPP señala que esta etapa de 
desarrollarse en un plazo 240 días, así que ha dado una excedente 
de 528 días. 





Diferencial        
días 
Diligencias Preliminares 342 60 282 
Formalización de la 
Investigación 
426 180 246 
total 768 240 528 









Gráfico 2: Plazo en la etapa preparatoria 
  
Fuente: Elaboración Propia 
3.1.2 Plazos en la etapa intermedia 
Para Código Procesal Penal 2004, la etapa intermedia comprende los siguientes 
actos procesales: requerimiento de acusación, audiencia preliminar o control de 
acusación, auto de enjuiciamiento y auto de citación a juicio.  
Código Procesal Penal del 2004, en su artículo 351.4 señala que el plazo en esta 
etapa es de cuarenta (40) días, desde la emisión de acusación y emisión de auto 
el cual la resuelve, si se trata de criminalidad organizada dura máximo 90 días. 
A continuación, desarrollamos los plazos del expediente 03794-2013-95-0401-
JR-PE-01, correspondiente a la presente etapa: 
3.1.2.1 Requerimiento de acusación 
 
Después de la conclusión de la investigación preparatoria, la fiscalía 
tiene el plazo de 15 días para formular la acusación o el 
sobreseimiento correspondiente, esto está establecido en el artículo 
344, numeral 1; su incumpliendo de los plazos descritos en el párrafo 























El sexto despacho de la Tercera Fiscalía Provincial Corporativa de 
Arequipa, formula requerimiento de acusación en fecha 26 de 
noviembre del 2014. 
Posteriormente la parte imputada César Amílcar Angulo Gallegos, 
absuelve requerimiento de acusación en fecha 12 de enero del 2015. 
La Fiscalía corrige requerimiento de acusación en fecha 14 de enero 
del 2015. 
Nuevamente absuelve requerimiento de acusación la parte 
imputada, Cesar Amílcar Angulo Gallegos en fecha 03 de julio del 
2015. 
Por lo que, desde la formulación del requerimiento de acusación de 
fecha 26 de noviembre del 2014, hasta el control de acusación se ha 
desarrolló en un plazo de 835 días, dándose un excedente de 795 
días. 
3.1.2.2 Traslado de acusación  
 
El plazo para este acto procesal es diez (10) días, en dicho plazo la 
defensa técnica puede presentar; excepciones, observar la 
acusación, pedir el sobreseimiento y lo más importante presentar 
pruebas, artículo 350.1. del CPP. 
 
Las partes procesales fueron notificadas con el requerimiento de 
acusación en fecha 2 de enero del 2015, absolviendo la acusación el 
imputado Cesar Angulo Gallegos, en fecha 12 de enero del 2015.  En 
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la que el imputado pide corregir defectos formales y pide el 
sobreseimiento del proceso.  
Así mismo, nuevamente absuelve requerimiento de acusación la 
parte imputada cesar Amílcar Angulo Gallegos en fecha 03 de julio 
del 2015. En que absuelve con los siguientes fundamentos, a) No 
precisa los hechos que se atribuyen al imputado, con sus 
circunstancias, precedentes, concomitantes y posteriores, b) No se 
detalla en forma precisa circunstancial y temporal del hecho que se 
le atribuye, respecto a su accionar.  
Concluimos que la absolución a las acusaciones, fueron absueltas 
dentro de los plazos establecidos por el Código Procesal Penal 
artículo 350, que es de 10 días.  
3.1.2.3 Audiencia preliminar o control de acusación  
 
El plazo para la realización de la audiencia preliminar es no menor 
de 5 días, ni mayor 20 días, su fijación está a cargo del Juez de 
Investigación Preparatoria. (CPP, 2004, art. 351) 
 
El 3 de julio del 2015, el imputado César Angulo Gallegos, absuelve 
el requerimiento de acusación, acto seguido se fija audiencia de 
control de acusación en fecha 30 de enero del 2017. 
Por lo que cabe señalar, que después de presentado los escritos y 
requerimientos de los sujetos procesales, hasta la fijación de fecha 
de auto de enjuiciamiento. Concluimos que las fechas señaladas 
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esta fuera de los plazos establecidos en el Código Procesal Penal, 
desarrollándose para este acto procesal en un plazo de 835 días. 
3.1.2.4 . Auto de enjuiciamiento  
 
En esta etapa la Ley procesal ha fijado el plazo de 48 horas, en la 
cual el Juez de la etapa intermedia hace de conocimiento al Juez 
competente la causa para resolver. (CPP, 2004, art. 354.2) 
 
En el expediente, el Juez de la investigación preparatoria fija un plazo 
de 48 horas, para poner el auto a responsabilidad de Juez 
Unipersonal de Cerro Colorado.  
Por lo que podemos apreciar que se cumple el plazo establecido en 
el Código Procesal Penal, en el cual establece un máximo de 48 
horas.  
Finalmente tomándose en cuenta lo establecido en el Código 
Procesal Penal en su artículo 351 inciso 4 señala que entre el 
requerimiento de acusación y el auto que la resuelve no puede 
trascurrir más de cuarenta (40) días, para la presente etapa, el plazo 
procesal computado desde control de acusación hasta el auto de 
enjuiciamiento se desarrolló en un plazo de 835 días, dándose un 
excedente de 795 días. 
3.1.2.5 Auto de citación a juicio oral 
 
Para la realización del auto de citación a juicio oral, la fecha será la 
más próxima con un intervalo no menor de 10 días, para que se fije 
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la fecha de juicio oral que será emitido por el juez competente. (CPP, 
2004, art. 355) 
 
El auto de citación de juicio oral se realizó con fecha 22 de febrero 
del año 2017, la misma que fija lugar, fecha y hora, para la audiencia 
de juicio oral, en fecha 26 de junio del 2017 a horas 8:30 am, en la 
sala de audiencias número cuatro del Segundo Juzgado Unipersonal 
de Cerro Colorado. 
Es preciso resaltar, que el plazo señalado para la realización de la 
citación de juicio oral se dio en un plazo de 124 días, tomándose en 
cuenta que el Código Procesal Penal señala que debe fijarse en un 
plazo no menor a 10 días para la fijación de audiencia de Juicio Oral. 
Concluyéndose que el desarrollo de este acto procesal se ha dado 
un excedente 114 días. 







Requerimiento de acusación  812 40 795 
 Control de acusación y Auto 
de enjuiciamiento 
23 
Acta de citación a juicio  124 10 114 
Total 959 50 909 
 Fuente: Elaboración propia 
Gráfico 2: Plazos en la etapa intermedia 
 















3.1.3 Etapa de juzgamiento  
3.1.3.1 Periodo inicial, probatorio y decisorio. 
 
 
La segunda audiencia se realizó en fecha 18 de agosto del 2017, en 
el que no se presentó el abogado del acusado Herminio Cuba Castro 
Leoccalla por que esta había solicitado reprogramación de audiencia, 
también se dio la inconcurrencia del Ministerio Público la misma que 
justifico, por lo que se ha señalado nueva fecha para la instalación 
del juicio oral, se reprograma fecha, lugar y hora, el 05 de octubre del 
2017, en la Cuarta Sala del segundo piso, Modulo Penal de Cerro 
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Colorado a horas 8:00 am. La audiencia inicio las 08:00 am. y finalizó 
a horas 08:10 am. concluyéndose que la audiencia duro 00:10 
minutos.  
La tercera audiencia, se realizó el 05 de octubre del 2017, solo se 
desarrolló las generales de ley, el Juez indica que la audiencia aún 
no se ha instalado por lo que ha señalado nueva fecha, se fija hora, 
fecha, lugar y hora, para el 24 de noviembre en la cuarta sala del 
segundo piso, Modulo Penal de Cerro Colorado. El juicio inicio a 
horas 10:00 am. y finalizó a horas 10:23:03 am. concluyéndose que 
la audiencia se desarrolló en 00:23:03 minutos.  
La cuarta audiencia se realizó en fecha 24 de noviembre del 2017, 
en la que el Juez da por instalada la audiencia, para finalmente 
reprogramar para otra fecha, la audiencia es reprogramada para el 
05 de diciembre del 2017, en la Cuarta Sala del segundo piso, 
Modulo Penal de Cerro Colorado. La audiencia inicio a horas 15:30 
pm. y finalizo a horas 14:07:25 am. La audiencia duro 00:37:25 
minutos. 
Es así que desde la primera audiencia hasta la cuarta audiencia que 
corresponde al periodo inicial respecto a la etapa de juzgamiento se 
realiza en un plazo de 162 días.  
 
El periodo probatorio se inicia con la quinta audiencia se realizó fecha 
05 de diciembre del 2017, las partes procesales realizan sus alegatos 
de apertura ofrecen nuevas pruebas, fija nueva fecha para la 
continuación de la audiencia. El juez fija nueva fecha para audiencia 
que es reprogramada para el 15 de diciembre del 2017, a horas 11:30 
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am. en la Cuarta Sala del Módulo Penal de Cerro Colorado. La 
audiencia inicia a horas 15:35 pm, y finaliza a horas 16:18 pm. la 
audiencia duró 00:53:43 minutos. 
La sexta audiencia se realizó en fecha 15 de diciembre del 2017, en 
que se actúan; examen de testigos y se señala nueva fecha, para la 
continuación de la audiencia, fijándose fecha, lugar y hora, para 
continuar dicha audiencia en fecha 27 de diciembre del 2017, en la 
Cuarta Sala, del Módulo Penal de Cerro Colorado. La audiencia inició 
a horas 12:00 pm y finalizó a horas 12:52:48 pm. La audiencia duró 
00:52:48 minutos.  
La séptima audiencia se realizó en fecha 27 de diciembre del 2017, 
se continua con el examen de testigos, interrogatorio y contra 
interrogatorio, se fija nueva fecha, lugar y hora, para el día 10 de 
enero del 2018, para la continuación de la audiencia, en la Cuarta 
Sala del Módulo Penal de Cerro Colorado. La audiencia inicio a horas 
14:15 pm. y finalizó a horas 14:41:38 pm. es así que la audiencia 
duró 00:26:38 minutos. 
La octava audiencia se realiza en fecha 10 de enero del 2018 se 
prosigue con el desarrollo de examen de testigos, se fija nueva fecha, 
lugar y hora, para 19 de enero del 2018, a horas 14:15 para la 
continuación de la audiencia, en la Cuarta Sala del Módulo Penal de 
Cerro Colorado. La audiencia duró 01:44:35 minutos. 
La novena audiencia se realizó en fecha 19 de enero del 2018, el 
Ministerio Publico expone sus medios de prueba, se realiza las 
declaraciones de los acusados, se fija nueva fecha, lugar y hora, para 
el día el 30 de enero del 2018 a horas 14:15 pm. para la continuación 
de la audiencia; en la Cuarta Sala del Módulo Penal de Cerro 
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Colorado. La audiencia inicio a horas 14:15 pm. y finalizó 15:16:53 
pm. Es así que, la audiencia duró 01:01:53 minutos. 
Por tanto, se concluye que el desarrollo de periodo probatorio se 
inició con la quita audiencia y finalizó con la novena audiencia 
desarrollándose en un plazo de 56 días. 
 
La décima audiencia se realizó en fecha 30 de enero del 2018, las 
partes realizan sus alegatos finales, el Juez da por cerrado los 
debates y fija, lugar, fecha y hora para la lectura de fallo, para el día 
01 de febrero del 2018. La audiencia inicio a horas 15:20 pm. y 
finalizo a horas 15:32:00 pm. La audiencia duro 12:00 minutos. 
La décima primera audiencia, se realizó el acta de audiencia de 
lectura de fallo, en fecha 01 de febrero del 2018. La audiencia duro 
00:01:00 minutos. 
La décima segunda, se realizó acta de audiencia de lectura integral 
en fecha 13 de febrero del 2018, en la que el Juez deja constancia 
de la inconcurrencia de todos los sujetos procesales.  
La etapa decisoria se inicia con la décima audiencia, y concluye con 
sentencia de primera instancia, el cual se desarrolló en plazo de 23 
días.  
Por lo tanto, se concluye, que toda la etapa de juzgamiento se 
desarrolló en el plazo de 241 días. Dándose un excedente de 237 
días. Así también en las doce secciones acumuladas en horas, se 
sumó 06:09:01(seis horas nueve minutos y un segundo), lo que 











Periodo inicial 162  
4 
237 
Periodo intermedio 56 
Periodo de juzgamiento  23 
total 241 4 237 
Fuente: Elaboración Propia 
 
Gráfico 3: Plazos en la etapa juzgamiento 
 
Fuente: Elaboración Propia 
3.1.4 Medio impugnatorio de apelación 
3.1.4.1 Plazos para apelación en el Código Procesal Penal 
Según el Código Procesal Penal, en el artículo 114, numeral 1, inciso b, 
establece 3 días para el recurso de apelación contra sentencias; 
asimismo en el mismo artículo, numeral 2, establece que el plazo se 
computará desde el día siguiente de la notificación de la resolución. 
Según el artículo 421 de la misma norma señala que tiene 5 días, para el 
















Periodo inicial Periodo intermedio Periodo de juzgamiento
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También el artículo 425 de Código Procesal Penal señala que el plazo 
para dictar la sentencia de segunda instancia no puede exceder más de 
10 días.  
3.1.4.2 Plazos de Apelación del expediente 03794-2013-95-0401-JR-PE-01  
Se notificó al imputado Herminio Castro Cuba Leoccalla en el local del 
juzgado, en fecha 15 en febrero del 2018, quien interpuso recurso de 
apelación, en fecha 22 de febrero del 2018, vale decir dentro del quinto 
día hábil. 
Así también se notificó al imputado Cesar Amílcar Angulo Gallegos, en 
fecha 09 de marzo del 2018, quien interpuso recursos de apelación con 
fecha 16 de marzo del 2018. 
Emitiéndose finalmente la sentencia de vista segunda instancia, en fecha 
21 de agosto del 2018. Desarrollándose en el pedido de apelación en un 
plazo de 180 días.   







Periodo apelación  180 20 160 
total 180 20 160 
Fuente: Elaboración Propia 
Gráfico 04: Plazos en la etapa apelación 
 
















3.2 Análisis del estudio de campo 
Para el presente trabajo de investigación se realiza un estudio de campo en el Poder 
Judicial de Arequipa. 
3.2.1 Población de estudio  
Se encuesto a los usuarios del Poder Judicial quienes tienen proceso penal en 
el Poder Judicial de Arequipa, en el mes de diciembre del 2018. 
3.2.2 Muestra  
Para el cálculo de la muestra se utilizó la fórmula para poblaciones finitas 
(Córdova, 2009): 
𝑛 =
𝑁(𝑍 𝛼 2⁄ )
2





𝑍 𝛼 2⁄ = nivel de confianza 
E= nivel de error 
𝑛 =
30 (1.96)2
4 (30) (0.05)2 + (1.96)2
 
𝒏 = 𝟐𝟖 
3.2.3 Técnicas e instrumentos 
a. Técnica: se empleó como técnica la encuesta.  
 
b. Instrumento: como instrumento se empleó el cuestionario conformado por 







3.3 Resultados del cuestionario a los usuarios del Poder Judicial 
A continuación, se presenta preguntas como alternativa de “PLAZO, TÉRMINO Y SU 
CONSECUENCIA PROCESALES EN LAS PARTES”. Por favor responda con 
sinceridad, marcando con un aspa (X) la alternativa que usted crea correcta. Como 
resultado tenemos los siguientes resultados a conocer a continuación: 
3.3.1 Cuestionario número uno   
Tabla N° 1 
Población en estudio según si tiene un proceso penal 
 
¿Tiene o ha tenido un Proceso 
Penal? 
f % 
Si 26 93% 
No 2 7% 
Total 28 100% 
Fuente: Elaboración propia 
 
Gráfico N° 1 
Población en estudio según si tiene un proceso penal 
 
Fuente: Elaboración propia 
Interpretación:  
En la tabla número 1, se observa que, del total de usuarios del Poder Judicial 
encuestados, el 93% refieren tener un proceso penal en curso, mientras que 
solo un 7% indican lo contrario. 
Eso significa que la mayor cantidad de usuarios del Poder Judicial encuestadas 










¿Tiene o ha tenido un proceso penal?
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3.3.2 Cuestionario número dos 
Tabla N° 2 
Población en estudio según la duración del proceso penal 
¿Qué tiempo aproximado duro su 
proceso penal? f % 
Años     
1 2 13% 
2 14 47% 
3 2 7% 
4 2 7% 
5 4 13% 
6 2 7% 
Meses    
1   0% 
2   0% 
3   0% 
4   0% 
5   0% 
6 2 7% 
Total 28 100% 
Fuente: Elaboración propia 
 
Gráfico N° 2 
Población en estudio según la duración del proceso penal 
 
Fuente: Elaboración propia 
Interpretación: Según interpretación de la media, los encuestados indica que el 





Años 1 2 3 4 5 6 Meses 6 Total
7% 50% 7% 7% 14% 7% 7% 100%
%
¿Qué tiempo aproximado duro su proceso penal?
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3.3.3 Cuestionario número tres 
Tabla N° 3 
Población en estudio según la demora del proceso penal 
¿Cree usted que es justificada la 
demora de su proceso? f % 
Si  8 29% 
No 20 71% 
Total 28 100% 
Fuente: Elaboración propia 
 
Gráfico N° 3 
Población en estudio según la demora del proceso penal 
 
Fuente: Elaboración propia 
Interpretación:  
En la tabla número 3 se observa que, del total de usuarios del Poder Judicial 
encuestados, el 71% refiere que no ven justificado la dilación de su proceso 
penal, mientras que el 29 % de encuestados indica que si es justificado la dilación 
del proceso penal. Lo cual significa que la mayor cantidad de usuarios del Poder 













¿cree Ud. que es justificada la demora de su proceso?
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3.3.4 Cuestionario número cuatro 
 
Tabla N° 4 
Población en estudio según la responsabilidad por la demora 
Cree usted que la demora de su 
proceso penal es mayormente 
responsabilidad del: 
f % 
Juez 2 7% 
Fiscal 24 86% 
Juez/Fiscal 2 7% 
Total 28 100% 
Fuente: Elaboración propia 
 
 
Gráfico N° 4 
Población en estudio según la responsabilidad por la demora 
 
Fuente: Elaboración propia 
Interpretación: 
En la tabla número 4, se observa que, del total de usuarios del Poder Judicial 
encuestados, el 86% refiere que la demora del proceso penal es mayormente 
responsabilidad del Fiscal, el 7% de usuarios encuestados indica que la demora 
del proceso penal es responsabilidad del Juez y finalmente el 7% de usuarios 
encuestados indica que la demora del proceso penal, es responsabilidad del 
Juez. Esto significa que los usuarios del Poder Judicial indican en mayor cantidad 












La demora de su proceso penal es mayormente responsabilidad del:
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3.3.5 Cuestionario número cinco 
Tabla N° 5 
Población en estudio según los daños causado 
¿Qué daño le ha causado la demora 
de su proceso penal? f % 
Daño patrimonial 6 21% 
Daño económico 20 71% 
Lucro cesante 4 14% 
Daño emergente 6 21% 
Daño laboral 6 21% 
Daño moral 10 36% 
Daño psicológico 14 50% 
Daño social 8 29% 
Total 28 100% 
Fuente: Elaboración propia 
 
Gráfico N° 5 
Población en estudio según la responsabilidad por la demora 
  
Fuente: Elaboración propia 
Interpretación: 
En la tabla número 5 se observa que, del total de usuarios del Poder Judicial 
encuestados, el 56% de usuarios encuestados indica que la demora del proceso 
causa daño patrimonial (lucro cesante y daño económico, emergente y laboral) 
y 44 % de los encuestados indica que la demora del proceso causa daño moral 















¿Qué daño le ha causado la demora de su proceso penal?
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3.3.6 Cuestionario número seis 
Tabla N° 6 
Población en estudio según los daños y su responsabilidad  
El daño ocasionado por el retraso o 
demora de su proceso es 
mayormente responsabilidad del: 
f % 
Juez 0 0% 
Fiscal 12 43% 
Juez/Fiscal 16 57% 
Total 28 100% 
Fuente: Elaboración propia 
 
Gráfico N° 6 
Población en estudio según los daños y su responsabilidad  
 
Fuente: Elaboración propia 
Interpretación: 
En la tabla número 6 se observa que, del total de usuarios del Poder Judicial 
encuestados, el 57 % de usuarios encuestados indica que el Fiscal como Juez 
son responsables del daño ocasionado por el retraso o demora de proceso penal 
y el 43% de los encuestados consideran que es la responsabilidad del Fiscal. 
Esto significa que la mayoría de los encuetados consideran que tanto Juez como 

















3.3.7 Cuestionario número siete  
Tabla N° 7 
Población en estudio según los daños y su sanción  
¿El daño que le ocasionaron por el 
retraso o demora de su proceso debe 
ser sancionado? 
f % 
Si 28 100% 
No 0 0% 
Total 28 100% 
Fuente: Elaboración propia 
 
Gráfico N° 7 
Población en estudio según los daños y su sanción 
 
Fuente: Elaboración propia 
Interpretación: 
En la tabla número 7 se observa que, del total de usuarios del Poder Judicial 
encuestados, el 100 % de los usuarios encuestados indica que el daño que se 













¿El daño que le ocasionaron por el retraso o demora de su proceso 
debe ser sancionado ?
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3.3.8 Cuestionario número ocho 
Tabla N° 8 
Población en estudio según los daños y su sanción por incumplimiento 
de funciones  
 
Ítem 8: ¿Los responsables deben recibir sanción 
administrativa, penal y civil, por incumplimiento de 
funciones? 
Alternativa f % 
Si 28 100% 
No 0 0% 
Total 28 100% 
Fuente: Elaboración propia 
 
Gráfico N° 8 
Población en estudio según los daños y su sanción por incumplimiento 
de funciones 
 
Fuente: Elaboración propia 
Interpretación:  
En la tabla número 8 se observa que el total de usuarios del Poder Judicial 
encuestados, el 100% de encuestados indica que los responsables (Juez y 
Fiscal) deben recibir sanción administrativa, civil y/o penal por 











¿Los responsables deben recibir sanción administrativa por 
incumplimiento de funciones? 
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3.3.9 Cuestionario número nueve 
Tabla N° 9 
Población en estudio según el plazo máximo del procesal penal  
¿Es necesario establecer un plazo 
máximo para todo el desarrollo del 
proceso penal? 
f % 
Si 22 79% 
No 4 14% 
N/S 2 7% 
Total 28 100% 
Fuente: Elaboración propia 
 
Gráfico N° 8 
Población en estudio según el plazo máximo del procesal penal  
 
Fuente: Elaboración propia 
Interpretación: 
En la tabla número 9 se observa que, del total de usuarios del Poder Judicial 
encuestados, el 79 % de usuarios del Poder Judicial encuestados indica que 
existe la necesidad de establecer un plazo máximo para todo el desarrollo 
del proceso penal. 
Mientras que 14 % de usuarios encuestados indica que no es necesario 
establecer un plazo máximo para todo el desarrollo del proceso penal. 
Finalmente, el 7 % de usuarios encuestados indica que no sabe/no opina 









¿Es necesario establecer un plazo máximo para todo el desarrollo …
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Lo que significa que la mayor parte de usuarios del Poder Judicial encuestados 
opinan que es necesario establecer un plazo máximo para todo el desarrollo 
penal.  
 
3.4 Legislación comparada  
3.4.1 Plazos procesales del Código Procesal Penal de Paraguay 
3.4.1.1 El plazo como principio en el CPP de Paraguay 
Según el CPP de Paraguay (Ley Nro. 1286-98) en su artículo 129 señala 
que “Los actos procesales serán cumplidos en los plazos establecidos”. 
En ese sentido la norma paraguaya indica que los plazos serán cumplidos 
en todo el proceso penal conforme a su regulación. 
3.4.1.2 La duración del procedimiento en el CPP de Paraguay 
Según el artículo 136 en su primer párrafo del CPP de Paraguay señala:  
 
 
“Toda persona tendrá derecho a una resolución judicial definitiva en 
un plazo razonable. Por lo tanto, todo procedimiento tendrá una 




Lo importante del mencionado artículo es que establece el plazo máximo 
para que culmine el proceso penal, lo que impulsa una mayor garantía al 
principio del plazo razonable y el principio de celeridad procesal. En ese 
sentido, el sistema procesal paraguayo aporta al sistema procesal 
latinoamericano, que tome en cuenta la importancia de fijar un plazo 
máximo para la culminación total de todas las actuaciones procesales 
(fijando un inicio y un final). 
3.4.1.3 Responsabilidad por efectos de la extinción en el CPP de Paraguay 




“Vencido el plazo previsto en el artículo 136 el juez o tribunal, de 
oficio o a petición de parte, declarará extinguida la acción penal, 
conforme a lo previsto por este código. Cuando se declare la 
extinción de la acción penal por morosidad judicial, la víctima deberá 
ser indemnizada por los funcionarios responsables y por el Estado. 
Se presumirá la negligencia de los funcionarios actuantes, salvo 
prueba en contrario. En caso de insolvencia del funcionario, 




En base a esta norma la situación procesal penal de Paraguay impulsa el 
cumplimento de los plazos en el proceso penal. La Fiscalía como 
directora de la investigación debe realizar su estrategia investigativa, es 
decir, programar su método de investigación de acuerdo al plazo fijado 
por la Ley procesal penal de Paraguay. 
Ello implica que la investigación en materia penal debe circunscribirse en 
estricto cumplimiento a plazos y términos establecidos, así como las 
responsabilidades que asumiría el funcionario (Fiscal/Juez) en caso de 
incumplirlos, ocasionaría un grave perjuicio para la adecuada 
persecución penal en dicho país. 
Situación también le compete al magistrado director del proceso, la 
misma norma le impone un deber al momento de dirigir el proceso penal, 
en lo referente a la duración del proceso penal, evidentemente sucede 
así debido a que la legislación penal de Paraguay reconoce como al 
principio plazo razonable.  
También es importante resaltar que si bien es cierto se fija el plazo de 
tres años como tiempo máximo de duración del proceso penal, también 
es rescatable las etapas que comprenden este proceso penal, están 
adecuadamente fijadas para la duración de cada etapa procesal. 
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3.4.2 Plazos procesales del Código de Procedimiento Penal Bolivia 
3.4.2.1  Duración máxima del proceso en el CPP de Bolivia  
Según el artículo 133 del Código de Procedimiento Penal de Bolivia 
(1999): “Todo proceso tendrá una duración máxima de tres años, 
contados desde el primer acto del procedimiento, salvo el caso de 
rebeldía”. 
Esto quiere decir, que la norma boliviana establece un plazo máximo 
para la culminación de todo el desarrollo del Procedimiento Penal 
Boliviano. Norma que resulta importante para que los ciudadanos 
bolivianos tengan presente que el proceso penal no se extenderá más 
allá del plazo máximo de tres años.  
3.4.2.2 Responsabilidad por incumplimiento en el CPP de Bolivia 
Según el artículo 135 del Código de Procedimiento Penal de Bolivia 
(1999), respeto a la responsabilidad de plazos procesales en materia 
penal establece lo siguiente: En caso de que sucede el incumpliendo de 
los pazos fijados por la Ley procesal ya sea por parte del Juez y Fiscal da 
lugar a que asuman responsabilidad disciplinaria y penal cuando se 
sustente en negligencia. 
Es decir, la Ley Procesal de Bolivia, ha establecido como mecanismo de 
control para el cumplimiento de los plazos, deben cumplir tanto los jueces 
y fiscales quienes también asumen responsabilidad, no solo disciplinaria 
sino también responsabilidad penal. 
Mecanismo que resulta totalmente de acuerdo con la perspectiva del 
modelo del sistema procesal penal boliviano, que procura que el proceso 
penal se desarrolle dentro de un plazo, generándose así que los 
ciudadanos bolivianos tengan presente que su proceso culminara dentro 
de un plazo fijado. 
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3.5 Legislación Peruana 
3.5.1 Plazo máximo de duración del Proceso Penal de Perú 
La legislación peruana no considera el plazo máximo en el proceso penal. 
3.5.2 Responsabilidad civil en Código Procesal Civil de Perú 
Según el artículo 118 del Código Procesal Civil establece que el Fiscal y el Juez 
pueden ser procesados por responsabilidad civil. En caso del Fiscal cuando su 
actuar está dentro de los supuestos de negligencias, fraude y dolo. Dicho 
proceso se rige bajo las reglas que rige a la responsabilidad civil de los jueces. 
Con respecto a los jueces, según el artículo 509 del Código Procesal Civil, 
establece que los magistrados son civilmente responsables cuando en ejercicio 
de sus funciones jurisdiccionales causan daño a las partes o terceros, actuando 
con dolo o culpa inexcusable, sin perjuicio de sanción administrativa o penal que 
merezcan. 
Es así que constituye un proceso especial que pueden recurrir las partes para 
demandar la indemnización por daños en contra de jueces.  
3.5.3 Responsabilidad penal en el Código Penal de Perú 
Según el artículo 422 del Código Penal, que tipifica el delito de negativa del 
magistrado a administrar justicia, dicho delito consiste en que el Juez al negarse 
a administra justicia o eluda juzgar bajo el pretexto, defecto o deficiencia de la 
Ley, será sancionado con pena privativa de libertad no mayor de uno y mayor de 
cuatro años. 
 De igual manera, los secretarios de juzgado y los auxiliares de justicia, pueden 
ser sancionados penalmente debido al artículo 423 que tipifica el delito de 
negativa al cumplimiento de obligaciones de secretarios de justicia y auxiliares 
de justicia, dicho delito consiste cuando el secretario de juzgado o fiscalía o 
cualquier otro auxiliar de justicia se niega a cumplir las obligaciones, que serán 
sancionados con pena privativa de libertad no mayor de un año, o con treinta o 
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sesenta días-multa. Y finalmente el artículo 424 que tipifica el delito de omisión 
del ejercicio de la acción penal, que consiste en que el Fiscal para ser procesado 
penalmente debe omitir el ejercicio de la acción penal, será sancionado con pena 
privativa de libertad no menor de un año ni mayor de cuatro años.  
Esto quiere decir, que de existir responsabilidad penal y cuando se corrobore 
diversas irregularidades en su función, por ejemplo, que su despacho exista un 
número elevado de denuncias por resolver. 
3.5.4 Responsabilidad penal en el Código Procesal Penal de Perú 
Según el artículo 144 numeral 2 del Código Procesal Penal, señala que en caso 
de que los jueces y fiscales no cumpla con observar rigurosamente los plazos 
establecidos en el Código Procesal Penal, serán sujetos a ser procesados por 
responsabilidad disciplinaria.  
Esto quiere decir, por ejemplo, cuando el Fiscal no cumpla con el plazo para la 
formulación de la acusación o sobreseimiento y lo inobserva, estaría dentro del 
supuesto de ser procesado por responsabilidad disciplinaria.  
3.5.5  Responsabilidad admirativa en el T.U.O. de la Ley orgánica del Poder 
Judicial de Perú  
Según el artículo 189 del T.U.O. de la Ley Orgánica del Poder Judicial señala 
que los magistrados pueden ser sujetos a quejas, debido a la responsabilidad 
funcional que incurrirían por incumplimiento de sus funciones para ello, son 
competentes para atender este tipo de responsabilidad, serian el Consejo 
Ejecutivo del Poder Judicial y la Junta Nacional de Justicia. 
De igual manera, según el artículo 20 de la norma citada, el Juez solamente será 
sancionado por responsabilidad funcional, por los supuestos solamente 





3.5.6  Responsabilidad Ley Orgánica del Ministerio Público de Perú 
 
Según el artículo 51 de Ley Orgánica del Ministerio Público indica que el Fiscal 
puede ser procesado por responsabilidad civil y penal, así como asumir 
responsabilidad disciplinaria. 
 En caso de la responsabilidad disciplinaria está a cargo de la Fiscalía Suprema 
de Control Interno, la oficina central de la misma está en Lima, 
independientemente de las oficinas descentralizadas, que se ubicaran en los 
distritos judiciales a nivel nacional. 
 
3.6 Propuesta de solución al problema  
3.6.1 Regulación del incumplimiento de plazo máximo 
 
El Código Procesal Penal no regula el plazo para la culminación del proceso 
penal, cuando se trata de proceso de naturaleza simple, al respeto tomando en 
cuenta el Derecho Comparado (Paraguay y Bolivia), nos propone como plazo 
máximo para culminación del proceso penal el de tres (3) años que serán 
contados desde el primer acto del procedimiento.  
Existe un vacío en la regulación de plazos procesales del sistema jurídico 
procesal penal peruano, ante estas carencias resulta valioso la incorporación de 
un artículo dentro del Capítulo V, Titulo II, sobre los plazos, del Código Procesal 
Penal del 2004, cuyo texto es el siguiente: 
Artículo 146-A plazo máximo para la culminación del proceso 
El proceso penal de naturaleza simple culminara como máximo a los 
tres (3) años, que se computara desde el primer acto procesal hasta la 
expedición de la sentencia de primera instancia. 
En caso de incumplimiento del plazo máximo por parte de jueces y 
fiscales, se considerará como responsabilidad administrativa, civil o 
penal de acuerdo a la gravedad de la negligencia funcional. 
 
3.6.2 Regulación de la responsabilidad del Juez y Fiscal  
 
De acuerdo cuestionarios realizados a los usuarios del servicio de justicia de 
Arequipa, se pudo corroborar que existe un alto porcentaje de descontento, debido 
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a que la dilación de sus procesos penales ha generado daños materiales en la 
modalidad de lucro cesante, por que dejaron de percibir sus ingresos diarios para 
cumplir las actuaciones procesales, que eran en su mayoría reprogramadas, 
también daños (a la persona en modalidad de daño moral y al proyecto de vida). 
Debido al drama humano que constituye un caso penal (sentimientos encontrados 
al ser sometido a un proceso de persecución en materia penal, así como la 
ansiedad por parte de los que exigen justicia). 
Con respeto del análisis del expediente Nro. 03797-2013, desarrollado en el 
capítulo III, se corroboro que los plazos procesales establecidos por el Código 
Procesal Penal Peruano se han excedido, suscitándose responsabilidad por 
parte del Juez y Fiscal, incumpliendo lo que pudo haberse evitado si se hubiera 
aplicado los principios de legalidad, principios de celeridad, principio de 
economía, y lo más importante concentración del proceso. para ello se debe 
modificar el artículo 144 numeral 2 dentro del Capítulo IV, Titulo II sobre los 
plazos del Código Procesal Penal del (2004) que señala: 
 
 
“Los plazos que sólo tienen como fin regular la actividad de fiscales y 
jueces, serán observados rigurosamente por ellos. Su inobservancia 




Los plazos tienen que regular la actividad de fiscales y jueces, serán 
observados rigurosamente por ellos. Su inobservancia acarrea 
responsabilidad administrativa, civil y/o penal.  
Sustentamos en base a la Ley 27277, Ley de la Carrera Judicial indica en su 
artículo 43, los jueces son responsables civil, penal y administrativa y de acuerdo 
del articulo 48 numeral 14, indica textualmente que incumplir los plazos es 
tratado como una sanción administrativa.  De igual manera la Ley número 30483, 
Ley de la Carrera Fiscal, indica en su artículo 42 que los fiscales son 
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responsables civil, penal y administrativamente; de esta manera la inobservancia 
es tratado como una sanción administrativa.  
También sustentamos sobre el último párrafo de nuestra propuesta en el artículo 
118 del Código Procesal Civil, que regula la responsabilidad de fiscal y del juez. 
Así como, lo regulado en el artículo 422 (delito de negativa del magistrado a 
administrar justicia), el articulo 423 (negativa al cumplimiento de obligaciones de 
notarios, secretarios de juzgado y auxiliares de justica) y el artículo 424 (delito 
de omisión del ejercicio de la acción penal. 
3.6.3 Propuesta de Ley de Javier Velásquez Quesquén 3752 – 2018 - CR 
De la propuesta desarrollada en los párrafos anteriores, también se tiene la 
propuesta de Ley 3752-2018 de Javier Velásquez Quesquén, presentado en 
fecha 21 de diciembre del 2018, proyecto de Ley el cual se refiere al derecho 
que las personas tienen a ser procesados en un plazo razonable, el cual tiene 
una equivalencia al punto medio de la sanción de un tipo penal. 
De la propuesta rescatamos que hace notar la necesidad de incorporar plazos 
de culminación del proceso; de esta forma, tener con claridad los plazos 
excedentes y esta pueda culminar de forma automática inclusive. 
También se expone los motivos que lleva a pensar esta necesidad regular el 
plazo de culminación de todo el proceso penal, en el proyecto hace notar la 
imperiosa problemática tiene el país en cuanto a la población de ámbito judicial, 
donde refiere de que 39 mil 91 individuos están siendo procesados el cual 
representa al 51%, mientras que el 37 mil 52 el cual representa al 48 % fueron 
sentenciados, esto según resultados obtenidos en el año 2016. 
La iniciativa es para establecer un plazo en cuanto a la duración de esta, en el 
que señala un máximo de duración referidos a los plazos procesales, en vista de 
que hasta la fecha no se tiene aún dentro del marco normativo. 
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La excedencia abusiva de los plazos es atribuible en responsabilidad del 
Ministerio Público y Poder Judicial, cuando devienen en injustificadas. 
A lo que consideramos que efectivamente nos encontramos ante una 
problemática por resolver para no lesionar derechos de las partes procesales y 
garantizar una oportuna y eficiente respuesta a cada caso concreto, para ello 
antes se debe incorporar plazos máximos para el desarrollo de un proceso de la 
pena máxima. 
La regulación del plazo máximo de un proceso es sustancial para no lesionar 
intereses de la sociedad los cuales jurídicamente están protegidos y 
garantizados. 
Síntesis: 
Del análisis del expediente del presente capitulo, se tiene como resultado que 
en todo el proceso penal hay un excedente que genera daño patrimonial y moral 
a las partes (imputado – victima) el mismo que es corroborado con la encuesta 
realizada a los usuarios de la Corte Superior de Justicia de Arequipa. 
Así también, de la legislación comparada plantea una propuesta de solución al 
problema la de modificar del articulo 144 numeral 2. del C.P.P. para que no 
solamente exista la responsabilidad administrativa, sino también exista la 
responsabilidad civil y/o penal por la inobservancia de los plazos establecidos 
en el C.P.P por parte de los jueces y fiscales y también la incorporación del 
artículo 146-A del C.P.P en la cual se fije como plazo máximo de duración para 
todo el proceso, el de 3 años. 
La presente propuesta de solución ayudará al perfeccionamiento en el proceso 
penal, y así las partes procesales tendrá un proceso justo y a tiempo oportuno 
para la culminación de su proceso.  
Finalmente, de la Ley número 3752-2018-CR, propuesta presentada por Javier 
Velázquez Quesquén en la cual se impulsa el respeto del principio del plazo 
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razonable en los procesos penales, esto implica que nuestro estado ha puesto 
su interés primordial el de exigir a sus funcionarios y servidores públicos el 
cumplimiento de los plazos establecidos por la Ley procesal penal. Por tanto, 
existe la urgente necesidad de evaluar o tratar con nuevos estudios al Código 
Procesal Penal, sobre si este cumple su finalidad inicial, concretamente 

































4  OBJECIONES Y ABSOLUCIONES 
 
4.1 Objeciones 
4.1.1 Objeción por presupuesto económico.  
Un punto de la problemática y objeción referidos a la dilación de los procesos 
judiciales, es el presupuesto económico al Poder judicial lo cual desarrollamos: 
En la revista del Poder Judicial “El Magistrado” indica, que tiene una problemática 
presupuestaria, esto se debe a que el presupuesto económico anual resulta 
insuficiente para brindar un mejor servicio de justicia y de calidad, dicho 
obstáculo afecta a la administración de justicia de nuestro país.  
A pesar de que el Poder Ejecutivo tiene pleno conocimiento a través del Poder 
Judicial, puesto en conocimiento del Ministerio de Economía y Finanzas “MEF” 
de la necesidad otorgar mayor presupuesto en favor del Poder Judicial en 
beneficio de los usuarios servicio de justicia, de la misma forma, el Poder 
Legislativo debe promover leyes en cuestión presupuestaria, en beneficio del 
Poder Judicial. Sin embargo, no toman en cuenta las necesidades económicas 
del Poder Judicial, lo que incide en un en rechazo por parte de la población por 
deficiente administración de justicia.  
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Por tanto, uno de los factores de la dilación de los procesos penales, es por el 
presupuesto anual ínfimo, esto conlleva a que el servicio de justicia no pueda 
tramitarse con celeridad y eficacia.  
4.1.2 Objeción por sobrecarga procesal  
Otro punto de la problemática y objeción que justifica la dilación en los procesos 
es  sobrecarga procesal que tiene el Poder Judicial en la actualidad, es debido a 
la presencia de varios sub problemas; aumento de la población, aumento de la 
criminalización e inclusión nuevos delitos, contar con menor número de Jueces 
e instalaciones inadecuadas para prestación de servicio de justicia según nos 
indica (Hernandez, 2007, pág. 7). 
La sociedad al momento de recurrir a hacer valer sus derechos ante la 
administración de justicia (Poder Judicial), en su petición de justicia, su proceso 
va a estar pendiente a resolver por la carga procesal. Lo que obstaculiza 
definitivamente al derecho de los usuarios de contar con un servicio de justicia 
oportuno. 
La objeción de sobrecarga procesal como argumento, busca justificar el 
incumplimiento de los plazos procesales referidos a los procesos penales, 
asiendo abuso al principio de realidad. 
También es importante resaltar otros factores que impulsan la sobre carga 
procesal: la corrupción, el conformismo, la decidía y la indiferencia por parte 
funcionarios y autoridades encargadas de la administración de justicia en el Perú  
4.1.3 Objeción por infraestructura y logística  
Para tener una buena atención de acceso a la justicia de los ciudadanos, es 
importante tener una buena infraestructura y logística para brindar un eficiente 
servicio a la sociedad.  
El Poder Judicial adolece de infraestructura y logística que impide prestar un 
servicio de justicia adecuada a la sociedad, por lo que resulta que el servicio de 
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justica requiere de cambios sustanciales, lo que es propone obtener un mayor 
uso de tecnología, a su vez contar con logística más acorde al avance 
tecnológico según señala (Rodriguez, D, 2017, pág. 5). 
Razón por la cual habría dilatado los procesos penales en el Poder Judicial por 
la inadecuada y falta de logística e infraestructura, que resulta indispensable para 
la administración de justicia en materia penal. 
Sin embargo, estas objeciones (logística e infraestructura), sin embargo, no son 
justificaciones si consideramos la primacía de los principios constitucionales y 
principios procesales (Código Procesal Penal 2004), debemos recordar que la 
razón de Ley es el bien común de la sociedad, así como las responsabilidades 
civiles, penales y administrativas existentes en marco de los principios 
garantistas ya mencionados, no se puede aceptar como objeción de justificación. 
En ese sentido reiteramos que el cumplimiento de plazos y términos procesales 
tienen que darse como lo señala la Ley y el principio de legalidad. 
Es por ello la propuesta de solución de modificatoria en la ley procesal penal 
vigente resulta razonable, se sustenta en el principio de legalidad, concentración, 
plazo razonable, celeridad procesal, economía procesal y debido proceso. 
4.1.4 Objeción prescripción de la acción penal 
La prescripción es una forma de liberar o también manera de extinguir la acción 
penal, o de la persecución de la pena dentro del plazo considerado para poder 
iniciar el proceso en sí, finalizado este plazo se configura la imposibilidad de 
perseguir el delito o iniciar la acción procesal penal. Según la (Casacion 442 - 
2015, pág. 10) fundamento cuarto. 
La prescripción de la acción penal esta normado en el Código Penal Peruano, 
en los artículos 80, 82 y 83, en la que se desarrolla dos clases de plazos para la 
prescripción (ordinario y extraordinario), además tiene correlación con artículo 
139 inciso 1 del Código Procesal Penal peruano en la que se desarrolla la 
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interrupción de la prescripción. a) Plazo extraordinario; consiste en el tiempo 
transcurrido en el cual sobrepasa en una mitad el plazo ordinario de la 
prescripción, y b) Plazo ordinario es el equivalente al máximo de la pena fijada 
en la Ley, y en cuanto al artículo 139 del Código Procesal Penal, en concreto 
toca la interrupción del plazo de la prescripción. Esto de acuerdo al (Acuerdo 
Plenario 9 - 2007, pág. 2) de los fundamentos jurídicos. 
Es decir, la prescripción de la acción penal, básicamente está relacionado a 
lapso de tiempo el que se tiene para poder accionar y perseguir el delito. 
4.1.5 Objeción por control de plazo. 
El control de plazo está previsto en el artículo 343 del (Código Procesal Penal, 
2004), es una forma de dar garantía en el tiempo que se lleva la investigación 
penal, la cual está relacionado con tutela de derechos o de garantías, 
básicamente es una herramienta que permite medir el comportamiento del 
Ministerio Público. 
En ese sentido es bastante oportuno y beneficioso, además importante para 
tener el control de arbitrariedad por parte del Ministerio Público, de esta forma 
se pretende garantizar a las partes del proceso, a que no se vean vulnerado sus 
derechos protegidos dentro del proceso penal. 
En el caso de que en un proceso penal los plazos se vena superados, 
corresponde a las partes procesales recurrir a la reclamación por su derecho 
afectado al Juez de Investigación preparatoria o de garantías, en el que va 
solicitar la pertinencia del control de plazos y la audiencia fijada se llevara a cabo 
siempre con la presencia las partes. (Acuerdo Plenario, 2010, págs. 2 - 6). 
Es decir, no se puede estar de forma inquisitiva permanentemente estar 
perseguido por el Ministerio Público, por lo que el control de plazos es una 
herramienta para las partes toda vez de que se haga abuso de exceso de plazos 
y la finalidad es que se cumpla con las garantías conforme a los criterios que 
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considera el Código procesal penal 2004 en el marco de la investigación 
preparatoria.  
 
4.2 Absolución a las objeciones 
Respecto a la objeción como consecuencia del presupuesto económico, en la cual se 
sustenta que el presupuesto  económico que cuenta las instituciones públicas para el 
desempeño de sus funciones, no resulta nada razonable a raíz de ellos se genera 
dilaciones procesales: Esta justificación no está sustentada en el marco constitucional, 
debido a que los ciudadanos gozan del derecho de tener un proceso penal donde se 
cumpla el principio de economía procesal y que se resuelva en un plazo que no exceda 
de lo razonable.  
Con respecto a la objeción por sobrecarga procesal, en la cual se sustenta de que el 
número de casos y material humano no es proporcional. Esta objeción tampoco resulta 
nada razonable porque no es una justificación razonable para dejar de cumplir con lo 
ordenado por la Ley, nuestra Constitución señala que toda norma debe cumplirse, 
además, el Código Procesal Penal exige que los jueces y fiscales observen 
rigurosamente el cumplimiento de los plazos procesales, esto en base a los principios 
constitucionales como la legalidad, celeridad y continuidad.  
Con respecto a la objeción de infraestructura y logística; en la cual indican que las 
instalaciones tanto del Poder Judicial como del Ministerio Público, así como del 
personal auxiliar aun resultan ser insuficientes. Esta objeción tampoco resulta lógica 
porque existen partidas presupuestarias que involucra una mayor inversión en cuanto 
a la infraestructura y logística, lo que falta es que exista mayor gestión pública por 
parte de las autoridades pertinentes tanto del Poder Judicial como de la fiscalía, incluso 
el Estado conjunto (Ejecutivo, Legislativo y Judicial), por lo que es factible dar solución 
dando mayor interés como política “La Justicia” como interés común de la sociedad. 
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En cuanto a la prescripción de la acción penal, a pesar de que es una institución 
procesal que permite la inmediata conclusión del proceso conforme lo estipulado en el 
Código Penal en el artículo 80 en adelante, no resulta de pertinente, porque  la 
prescripción de la acción penal en concreto está relacionado con el lapso del tiempo 
el que se tiene para poder accionar y perseguir el delito, por cuanto nos abocamos 
principalmente al Código Procesal Penal, es decir nos enfocamos en todo el proceso 
penal, al plazo total. 
Con respecto al control de plazos, debemos indicar que es un mecanismo que tienen 
las partes ya sea acusada o agraviada, para controlar la actuación de la Fiscalía en la 
etapa preparatoria, sin embargo, se dirige eminentemente a la responsabilidad del 
Fiscal y Juez por la inobservancia rigurosa de los plazos en las tres etapas del proceso, 
es decir de todo el proceso; es más en el expediente materia de análisis las partes 



















Primero: Del análisis realizado en cuanto a los plazos en el Código Procesal Penal con el 
expediente Nro. 03794-2013-95-0401-JR-PE-01 del Segundo Juzgado Penal de 
Arequipa por los delitos de estelionato y falsedad ideológica, con respeto a los 
plazos en la etapa preparatoria hubo un excedente, difiriendo de los establecidos 
en el Código Procesal Penal, en la cual se identificó un excedente  de 528 días, 
con respeto de los plazos que se dieron en la etapa intermedia hubo un 
excedente de 909 días y con respeto a los plazos en la etapa de juzgamiento 
hubo un excedente 237 días, y respeto a todo el procesos que comprende de las 
tres etapas,  hubo un excedente total de  1674 días.  
Segundo: Respeto a las encuetas realizadas a los usuarios del Poder Judicial, se ha 
identificado que hay un alto porcentaje de insatisfacción del servicio prestados 
por los órganos jurisdiccionales (Juez/Fiscal), debido al incumplimiento de los 
plazos y términos procesales en las tres etapas del proceso, corroborándose 
que este incumplimiento genera consecuencias procesales en las partes 




Tercero:  De acuerdo a la revisión de la legislación que regula la responsabilidad del Juez 
y Fiscal, se observó que no hacen una mención expresa cuando se trata de la 
inobservancia del plazo y termino procesal, por lo que resulta razonable que se 
realice la modificatoria del articulo 144 numeral 2 de la Ley Procesal Penal para 
que se incorpore la responsabilidad Administrativa, Civil y/o Penal. 
Cuarto: Tomando en cuenta del análisis del expediente Nro. 03794-2013 95-0401-JR-PE-
01 del Segundo Juzgado Penal de Arequipa por los delitos de estelionato y 
falsedad ideológica, demuestra que el Poder Judicial incumple los plazos que 
normatividad contempla; de igual forma se vio que las partes han sufrido daños 
(morales y materiales). En vista a lo sucedido resulta razonable fijar un plazo 
máximo para todo el proceso penal para los delitos de naturaleza simple, el de 
tres años, que se sustenta en principio de plazo razonable, celeridad procesal, 
concentración procesal y economía procesal, en base a la legislación comparada 
de Paraguay y Bolivia, de esa forma evitaría la dilación de los procesos penales 
dándose una sentencia oportuna, eficiente y eficaz.  
Quinto: Se corroboró del análisis del expediente Nro. 03794-2013, que en la etapa de 
juzgamiento se realizó en 6 horas 9 minutos y 1 segundo, en un periodo de 241 
días, realizado en 12 sesiones. Pudiéndose ser realizada en dos o en un número 
menor de días, sin embargo, el lapso de tiempo en el que se ha realizado es 











Primero: Se sugiere a los congresistas a elaborar un proyecto de Ley en base a nuestra 
propuesta de solución, modificar del articulo artículo 144 numeral 2. del C.P.P. 
para que no solamente exista la responsabilidad disciplinaria, sino también exista 
la responsabilidad civil y penal por la inobservancia de los Jueces y Fiscales  
Segundo: Se sugiere a los congresistas elaborar un proyecto de Ley en base a nuestra 
propuesta de solución, para se incorpore el artículo 146-A del C.P.P., en la cual 
se fije como plazo máximo de duración de todo el proceso, en los casos de 
delitos simples, sea el de tres (3) años.  
Tercero: Se sugiere a los órganos competentes tanto del Ministerio Público y Poder 
Judicial, que realicen capacitaciones para generar concientización a los Jueces 
y Fiscales con respecto a la observancia de los plazos procesales. 
Cuarto: Se sugiere a los nuevos investigadores a que pongan su interés en realizar 
investigaciones sobre temas relacionados en otros ámbitos del derecho en el que 
también se vulnere intereses fundamentales de las partes procesales. 
Quinto: Se sugiere a Jueces que la fijación de actuaciones procesales en la etapa de 
juzgamiento, se realice en un número mínimo necesario a fin de garantizar, un 
















































Anexo 01  

















PROYECTO DE LEY 
Ley que incorpora el artículo 146-A y 
modifica el artículo 144 del Código Procesal 
Penal. 
Los Bachilleres ALAN ROYER AVALOS BENEGAS Y RONY PEDRO VENTURA APAZA, 
en ejercicio del derecho de iniciativa legislativa que le confiere el artículo 107 de la 
Constitución Política del Perú y conforme al artículo 75º del Reglamento del Congreso de 
Republica proponemos el siguiente proyecto de Ley: 
 
LEY QUE INCORPORA EL ARTÍCULO 146-A Y MODIFICA EL ARTÍCULO 144 DEL 
CÓDIGO PROCESAL PENAL, REFERIDOS AL PLAZO MÁXIMO DE CULMINACIÓN 
DE TODO EL PROCESO PENAL Y RESPONSABILIDAD DEL JUEZ Y FISCAL POR 
INCUMPLIMIENTO PLAZOS 
 
Artículo 1. Plazo Procesal 
Es aquel lapso de tiempo en la cual se realiza un acto procesal establecido por 
el Código Procesal Penal, su finalidad es dar dinámica al proceso penal en su 
culminación oportuna de la administración de justicia, garantizado por principios 
procesales y constitucionales: legalidad, celeridad, economía, concentración o 
continuidad y plazo razonable 
Artículo 2. Consecuencias por violación del plazo procesal en las partes 
Las consecuencias por la dilación excesiva del proceso en su culminación y 
vacío en su regulación de todo el proceso penal, vulnera principios procesales 







 Única. La presente Ley entra en vigencia al día siguiente de su publicación en el diario 
oficial El Peruano. Todo proceso penal en marcha se adecúa a lo dispuesto por la presente 
ley.   





            __________________________                  ________________________ 



















EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 
La carta magna establece en su artículo 139 inciso 3 la observancia obligaría del: debido 
proceso.  
1. PRINCIPIOS GENERALES CONSTITUCIONALES 
a) El derecho al principio del debido proceso 
El debido Proceso es un principio general del derecho en la cual se establece que el 
Estado tiene la obligación de respetar los derechos que la Ley reconoce a cada 
individuo, así garantiza que cada persona tenga un resultado de un proceso judicial 
trasparente. 
El principio citado, es la esencia de la admiración de justica, para que esta se ajusta 
tiene que ser rápida, para que la actividad jurisdiccional alcance sus objetivos en 
forma oportuna.  
b) El derecho al principio de legalidad 
El principio de legalidad es inminente la necesidad de que el Estado peruano procese 
a la persona por un hecho comisivo el cual amerita ser sancionado en un plazo 
establecido por imperio de la Ley, en ese contexto los rectores públicos de justicia 
están sometidos en toda su dimensión, lo que supone, en el desarrollo continuo y sin 
dilaciones de todo proceso en estricto cumplimiento de los plazos procesales. 
c) El derecho al principio de plazo razonable 
El principio de plazo razonable opera para cuando el ser humano es perseguido por 
un hecho comisivo imputable o cuando solicita justicia, principio acogido también en 
el marco convencional del Sistema Interamericano de los Derechos Humanos, toda 
persona tiene derecho a ser procesado en un plazo razonable, el computo de plazo 
se inicia con el primer acto procesal, iniciada por el Ministerio Público y culmina con 
la sentencia del Poder Judicial que la resuelve. 
d) El derecho al principio de economía procesal 
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La economía procesal supone economizar costos, también supone de la duración y 
la cantidad de actos procesales que deben realizarse en un proceso penal. Por lo 
tanto, exige el ahorro del tiempo, esfuerzo y dinero en todo acto procesal con la 
finalidad de llegar un proceso más eficaz, es así que se busca alcanzar los fines del 
proceso con el menor uso de recursos, ya se está de índole humano, financiero o de 
otra índole.  
Si bien es cierto se pretende una respuesta oportuna, esta debe de producirse con 
respeto marco constitucional del ordenamiento jurídico. 
e) El derecho al principio de celeridad procesal 
La celeridad procesal es la razón de ser del Código Procesal Penal del 2004, dirigido 
directamente a defender derechos constitucionales, requiere de una respuesta 
judicial urgente.  
En ese sentido el principio en mención indica que los actos procesales se realicen en 
forma rápida y ágil, para que así se concluya el proceso dentro del menor tiempo 
posible y poder brindar una respuesta oportuna a los justiciables.   
f) El derecho al principio de concentración del proceso  
El principio concentración exige a que varios de los actos procesales deben de 
realizarse en una sola audiencia y de no ser así, deben de realizarse en pocas 
sesiones y que además esta sea continua y en breve plazo posible, esto para 
garantizar que el juez resuelva con conocimiento de la materia a profundidad, de esta 
forma evitar que los jueces no cometan imprecisiones o tengan apreciaciones 
erróneas al momento de tomas una decisión. 
La doctrina refiere la aplicación de que el principio de concentración únicamente en 
la etapa de juicio oral, no obstante, consideramos no me día ningún inconveniente 
para la aplicación en las etapas previas es decir a la etapa preparatoria e intermedia.  
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Lo que supone, el presente principio es exige que varios actos procesales se realicen 
en una sola audiencia de no ser así, se realicen en sesiones continuas, que también 
es aplicable a todas las etapas procesales. 
 
2. TRATADOS 
a) El Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos de 1966  
Tratado ratificado por Perú el 28 de abril de 1978 y que dispone en su artículo 14, 
numeral 3, literal c); establece lo siguiente:  
 
 
“Artículo 14. 3. Durante el proceso, toda persona acusada de un delito 
tendrá derecho, en plena igualdad, a las siguientes garantías mínimas: 
(…) c) A ser juzgado sin dilaciones." (Subrayado y paréntesis nuestro)  
 
 
Toda persona tiene derecho a ser juzgado sin dilaciones indebidas y en consecuencia 
se garantice la no vulneración de derecho fundamental como son los principios de 
celeridad, economía y concentración, principios íntimamente vinculados con la 
seguridad jurídica. En ese sentido puntualizamos, que un derecho que no se realiza 
no es un derecho. 
b) La Convención Americana sobre Derechos Humanos de 1969 
Tratado ratificado por el Perú el 7 de diciembre de 1978, dispone en su artículo 8, 
numeral 1, lo siguiente: 
 
 
"Artículo 8. 1. Garantías Judiciales. Toda persona tiene derecho a ser oída, 
con las debidas garantías y dentro de un plazo razonable, por un juez o 
tribunal competente, (…)." (Subrayado y paréntesis nuestro) 
 
 
Se establece las garantías judiciales del plazo razonable para personas que siguen 
un proceso, a quienes se debe atender con celeridad y en forma oportuna para poder 




c) El Convenio Europeo de Derechos Humanos de 1998 
Este tratado no ha sido ratificado por nuestro país por obvias razones, sin embargo, 
resulta importante para nuestra realidad en la medida que nuestro Tribunal 
Constitucional toma como precedente de observancia la jurisprudencia emitida por el 
Tribunal Europeo de Derechos Humanos. En este contexto, el Convenio Europeo de 
Derechos Humanos establece en su artículo 6, lo siguiente: 
 
 
“Artículo 6. Derecho a un proceso equitativo 
1. Toda persona tiene derecho a que su causa sea oída de manera 
equitativa, públicamente y dentro de un plazo razonable, por un tribunal 
independiente e imparcial, establecido por la ley, que decidirá de los 
litigios sobre sus derechos y obligaciones de carácter civil o sobre el 
fundamento de cualquier acusación en materia penal dirigida contra ella. 
(…)." (Subrayado y paréntesis nuestro) 
 
 
3. LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL ESTADO Y EL CÓDIGO PROCESAL PENAL 
Sólo la Constitución del Perú del año 1920 prescribió en forma textual la prohibición de 
dilatar los procesos indebidamente, en su artículo 157, que señala:  
 
 
"Artículo 157. Producen acción popular contra los Magistrados y Jueces: la 
prevaricación, el cohecho, la abreviación o suspensión de las formas 
judiciales, el procedimiento ilegal contra las garantías individua/es y la 
prolongación indebida de los procesos criminales." (subrayado nuestro) 
 
 
Sin embargo, la Constitución de 1993 no establece nada respecto al derecho al plazo 
razonable en los procesos judiciales, en su lugar, la Cuarta Disposición Final y 
Transitoria de nuestra Carta magna nos hace una remisión tácita, tanto al Pacto 
Internacional de Derechos Civiles y Políticos, como a la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos; estableciendo que el derecho a ser juzgado en un plazo razonable 
y sin dilaciones, forma parte de nuestro ordenamiento jurídico nacional. Por otra parte, 
el numeral 1, del artículo I del Título Preliminar del Código Procesal Penal establece que 
la justicia penal se imparte en un plazo razonable, sin embargo, no define cual es dicho 
plazo y se interpreta que será el que obtenga subjetivamente de la jurisprudencia 
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nacional e internacional. "Artículo I. Justicia Penal: La justicia penal (…). Se imparte 
con imparcialidad por los órganos jurisdiccionales competentes y en un plazo 
razonable”. {Subrayado y paréntesis nuestro). 
 
4. EL PLAZO MÁXIMO DE CULMINACIÓN EN EL DERECHO COMPARADO 
a) Código Procesal Penal Paraguayo 
Con respeto a la legislación paraguaya en su Código Procesal Penal establece en 
su artículo 136 primer párrafo: “Toda persona tendrá derecho a una resolución 
judicial definitiva en un plazo razonable. Por lo tanto, todo procedimiento tendrá una 
duración máxima de tres años, contados desde el primer acto del procedimiento”. 
Lo importante del mencionado artículo es que establece el plazo máximo para que 
culmine el proceso penal, lo que impulsa una mayor garantía al principio del plazo 
razonable y el principio de celeridad procesal. En ese sentido, el sistema procesal 
paraguayo aporta al Derecho Penal, que se tome en cuenta fijar un plazo máximo 
para la culminación total de todas las actuaciones procesales (fijando un inicio y un 
final). 
b) Código Procesal Penal Boliviano,  
En cuanto a legislación boliviana en su artículo 133 del Código de Procedimiento 
Penal de Bolivia (1999), Todo proceso tendrá una duración máxima de tres años, 
contados desde el primer acto del procedimiento, salvo el caso de rebeldía”. En ese 
sentido la norma boliviana establece un plazo máximo para la culminación de todo 
el Procedimiento Penal Boliviano. Norma que resulta importante para que el 







5. CONSECUENCIAS POR INCUMPLIMIENTO DE LOS PLAZOS PROCESALES  
El Estado peruano e igual que otros Estados se encarga de diseñar e implementar 
políticas de estado, en conformidad en lo establecido en el artículo 44 de la Constitución 
Política del Perú, que garantiza la plena vigencia de los derechos humanos y promover 
el bienestar que se fundamente en la justicia. Es así que, el Poder Judicial tiene el deber 
de aplicar los principios generales del derecho y el derecho consuetudinario, tal como 
está establecido en el artículo 139 numeral 8 de constitución política del Perú aplicado 
cuando exista vacío normativo o deficiencia de la ley.  
La doctrina establece soluciones por vulneración a derechos fundamentales 
relacionados al plazo: a) compensatorias pueden ser civiles o penales, b) 
sancionatorias, pueden ser de orden administrativo-disciplinarias y penales orientados 
a reprimir la conducta dilatoria por las autoridades judiciales, c) procesales que son la 
nulidad como es el sobreseimiento.  
Así también tenemos en la legislación compara de Bolivia en su artículo 135 del Código 
de Procedimiento Penal de Bolivia (1999) que señala; En caso de que sucede el 
incumpliendo de los pazos fijados por la Ley procesal ya sea por parte del Juez y Fiscal 
da lugar a que asuman responsabilidad disciplinaria y penal, cuando se sustente en 
negligencia. 
Es decir, que la Ley Procesal de Bolivia, ha establecido como mecanismo de control 
para el cumplimiento de los plazos, deben cumplir tanto los jueces y fiscales quienes 
también asumen responsabilidad, no solo disciplinaria sino también responsabilidad 
penal. 
Las consecuencias procesales por el incumplimiento de los plazos, para las partes 
(víctima e imputado) es la vulneración a los derechos reconocidos y garantizados por 
un Estado de Derecho, por lo que el exceso de plazos genera daños a las partes; daño 
patrimonial y extra patrimonial. 
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6. ARGUMENTOS A FAVOR DE UN DERECHO A UN PLAZO MÁXIMO Y 
RESPONSABILIDAD CON LAS PARTES 
Contar con un plazo objetivo, permite dejar sin margen de acción a la discrecionalidad 
subjetiva de los jueces, ello también evita la presentación de recursos en los cuales se 
alegue la vulneración de dicho derecho, sin argumento alguno. 
Nuestra propuesta apunta a establecer, en función a los tratados internacionales y 
legislación comparada, la necesidad de establecer la duración máxima de culminación 
de un proceso. En ese sentido, (Pastor, 2004, pág. 85), sustenta una serie de 
argumentos a favor de establecer un plazo determinado mediante Ley. 
a) El mandato expreso del orden jurídico internacional  
Los tratados internacionales de derechos humanos establecen preceptos, guías o 
principios que deben ser desarrollados necesariamente por los ordenamientos internos 
de los países que los ratifiquen. No se puede pretender que los tratados internacionales 
desarrollen al detalle lo que le toca desarrollar en cada ordenamiento legal de cada país. 
Los países suscriptores de tratados internacionales de derechos humanos no sólo se 
comprometen a cumplir con los tratados a los que se adhieren, sino que este 
compromiso alcanza también a desarrollar los derechos contenidos en dichos tratados. 
En este sentido, es obligación de todos los países fijar legislativamente un plazo máximo 
de duración de los procesos penales y también las consecuencias jurídicas de su 
vulneración. 
Además, conforme establece la Carta Magna en el artículo 55, los tratados celebrados 
por el Estado y en vigor forman parte del Derecho Nacional. Además, en la disposición 
y transitoria, establece que: las normas relativas a los derechos y a las libertades que la 
Carta Magna reconoce y se interpretan de conformidad a las convenciones de la 
Declaración Universal de los Derechos Humanos. 
b) El mandato expreso del principio del Estado de derecho  
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El principio de legalidad permite a la administración pública hacer sólo lo que la ley 
expresa le permite, a diferencia de los privados, que pueden hacer todo lo que la ley no 
les prohíba expresamente 
Durante los procesos penales se afectan derechos de los imputados el cuales deben 
ser compensados de alguna u otra manera todo el daño generado a consecuencia de 
la dilación excesiva de su proceso. 
 
EFECTOS DE LA NORMA SOBRE LA LEGISLACIÓN NACIONAL 
La presente iniciativa legislativa busca incorpora el artículo 146-A y modifica el artículo 144 
del Código Procesal Penal, estableciendo un plazo máximo de culminación de todo el 



















Fórmula Legal del Proyecto de Ley 
 
Artículo 146-A plazo máximo para la culminación del proceso 
El proceso penal de naturaleza simple culminara como máximo a los tres (3) años, que 
se computara desde el primer acto procesal hasta la expedición de la sentencia de 
primera instancia. 
En caso de incumplimiento del plazo máximo por parte de jueces y fiscales, se 
considerará como responsabilidad administrativa, civil o penal de acuerdo a la gravedad 
de la negligencia funcional. 
Artículo 144º.- caducidad 
2. Los plazos tienen que regular la actividad de fiscales y jueces, serán observados 
rigurosamente por ellos. Su inobservancia acarrea responsabilidad administrativa, 
civil y/o penal.  
ANÁLISIS COSTO – BENEFICIO 
La presente iniciativa legislativa no genera gasto al erario nacional, pues sólo plantea la 
incorporación de un plazo máximo de culminación para el proceso penal, garantizando así 
un proceso justo, eficiente y eficaz para los justiciables y también se platea la incorporación 
de sanciones admirativa, civil y/o penal por la inobservancia del Juez y Fiscal de los plazos 
en el proceso penal, generando que Juez y Fiscal sean eficientes en el desarrollo del 
proceso penal. 
Estando conforme a lo establecido en el artículo 75º del Reglamento del Congreso de 










EL CONGRESO DE LA REPÚBLICA; 
Ha dado la Ley siguiente: 
 
LEY QUE INCORPORA EL ARTÍCULO 146-A Y MODIFICA EL ARTÍCULO 144 DEL 
CÓDIGO PROCESAL PENAL, REFERIDOS AL PLAZO MÁXIMO DE CULMINACIÓN 
DE TODO EL PROCESO PENAL Y RESPONSABILIDAD EL JUEZ Y FISCAL POR 
INCUMPLIMIENTO PLAZOS 
 
Artículo 1º.- Finalidad 
La presente Ley tiene por finalidad incorporara el artículo 146-A y modificar el artículo 144 
del Nuevo Código Procesal Penal aprobado por el Decreto Legislativo Nº 957, en el 
extremo referido al plazo máximo de un proceso penal e incorporación de responsabilidad, 
admirativa, civil y/o penal por la inobservancia del Juez y Fiscal de los plazos en el proceso 
penal. 
Artículo 2º.- Modificación del Decreto Legislativo Nº 957 
Modifíquese, el inciso 2 del artículo 144º e incorporar el artículo 146-A del Código Procesal 
Penal aprobado por Decreto Legislativo N º 957, los mismos que en adelante tendrán la 
siguiente redacción: 
1. Modificación  
Artículo 144 caducidad  
Los plazos tienen que regular la actividad de fiscales y jueces, serán observados 
rigurosamente por ellos. Su inobservancia acarrea responsabilidad administrativa, 
civil y/o penal”.  
2. Incorporación  
Artículo 146-A plazo máximo para la culminación del proceso 
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El proceso penal de naturaleza simple culminara como máximo a los tres (3) años, 
que se computara desde el primer acto procesal hasta la expedición de la sentencia 
de primera instancia. 
En caso de incumplimiento del plazo máximo por parte de jueces y fiscales, se 
considerará como responsabilidad administrativa, civil o penal de acuerdo a la 
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1. Título y tema 
Evaluación de los Plazos, Términos y su Consecuencia Procesal en las partes del 
Expediente 03794-2013-95-0401-JR-PE-01 segundo juzgado de Cerro Colorado, por 
los Delitos de Estelionato y Falsedad Ideológica, Arequipa 2018.  
 
2. Planteamiento del problema 
La presente investigación es pertinente para hacer un análisis del cumplimiento de los 
plazos y términos establecidos en el Nuevo Código Procesal Penal Peruano (Decreto 
Legislativo 957) en todas las etapas procesales y su aplicación de la misma durante el 
proceso; esto se debe a que los resultados que se obtuvo del Código de Procedimientos 
Penales de 1940, que contemplo un sistema eminentemente inquisitivo secreto, esto 
provocó que durante su vigencia se realicen un proceso totalmente deficiente injusto y 
lento; la emisión del Código Procesal Penal 2004 busca poner freto, teniendo un 
propósito de ser rápido y eficiente, en donde trasciendo por los plazos incorporados en 
cuanto a las etapas del proceso y ser un modelo de justicia acorde a las expectativas 
de la población que se siente decepcionada de su sistema de justicia penal (Minsiterio 
Publico, 2018, pág. 1). 
En ese contexto la garantía del proceso penal está a cargo del Poder Judicial de Perú, 
a través de los operadores de Justicia (el Juez y Ministerio Publico), sin embargo, la 
prolongación del proceso provoca incumplimientos en los plazos y términos procesales 
y además provoca consecuencia (daño, personal/moral) en las partes del proceso  
En cuanto a las consecuencias en las partes procesales, es una consecuencia 
subsumida en daños morales y patrimoniales el cual se origina durante el proceso, por 
el incumplimiento de los plazos, términos del Código Procesal Penal Peruano.  
 Esto significa que resulta necesario hablar sobre daño al derecho subjetivo, así como 




Ello nos lleva a la necesidad de profundizar el daño y perjuicios causados en las partes 
procesales durante la duración y extensión de un proceso penal, a lo que correspondería 
reparar el daño y el perjuicio producido, estos pueden ser  daños patrimoniales, 
extramatrimoniales (daño moral y daño a la persona) (Taboada, 2013, pág. 76). 
De otro lado indica (Solano, 2003, pág. 3) que sobre la capacidad productiva que 
comprende lo conseguido mediante la actividad laboral que se ve afectado cuando 
existe un daño a los sentimientos, es decir al daño moral.  
Es así, los procesos que se exceden por incumplimiento de los plazos y términos 
llegando a extenderse por meses y años, inclusive es una incertidumbre saber cuánto 
va durar un proceso, en ese sentido, va causando de forma negativa en las partes 
procesales pedida de tiempo, economía y daños (morales, personales, sociales, 
patrimoniales). 
En su considerando octavo de la Tercera Sala Civil de la Corte Suprema de Justicia 
señala; el incumplimiento de los plazos de los jueces que no se justifiquen serán 
pasibles de ser procesados ante su superior jerárquico, independientemente de ser 
procesado por los supuestos contemplados en el código procesal civil, así también lo 
indicado en su Ley Orgánica del Poder Judicial. 
A lo que consideramos de la responsabilidad civil por el cumplimiento de los plazos, 
términos procesales debería recaer en los operadores de justicia (Fiscalía de la Nación 
o Poder judicial) a fin de indemnizar los daños y perjuicios producidos por la dilatación 
del proceso en cumplimiento del plazo legal del Código Procesal Penal.  
A su vez, la doctrina penal especializada nos indica que los plazos y los términos de las 
actuaciones procesales tienen que estar sustentados en las garantías procesales del 
nuevo Código Procesal Penal (Decreto Legislativo 957), de no ser así, estaríamos ante 
el incumplimiento procesal de los plazos términos, que genera daños en agravio de las 
partes. Según (Nakazaki, 2015, pág. 315). 
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El tiempo que debe durar el proceso penal debe de ser dentro de los cauces que 
establece el plazo razonable implica que no existan dilaciones indebidas debido al 
principio de celeridad y economía procesal. 
in embargo, en el expediente Nro. 03794-2013-95-0401-JR-PE-01 del Segundo 
Juzgado Penal de Cerro Colorado por los delitos de estelionato y falsedad ideológica, 
los plazos y términos de las actuaciones procesales realizadas en dicho caso han sido 
prolongadas por diversos factores (ampliaciones de determinadas actuaciones 
procesales, reprogramaciones y entre otros). Ello ha generado que las partes 
involucradas en el proceso se sientan afectadas la pérdida de tiempo, economía y 
daños, en la búsqueda de la justicia. 
En el presente caso estamos frente a una materia que amerita investigación jurídica y 
procesal, sobre los daños y perjuicios en las partes, secuela que nos proponemos a 
investigar, plazos, términos y su consecuencia procesal para las partes del expediente 
Nro. 03794-2013-95-0401-JR-PE-01 Segundo Juzgado Penal de Cerro Colorado por los 
delitos de estelionato y falsedad ideológica. 
2.1. Formulación del problema 
2.1.1. Problema Principal 
¿Cómo se vienen cumpliendo los plazos, términos y su consecuencia procesal 
en las partes en el expediente Nro. 03794-2013-95-0401-JR-PE- 01 Segundo 
Juzgado penal de Cerro Colorado, por los delitos de estelionato y falsedad 
ideológica 
2.1.2. Problemas Secundarios 
¿Cómo son los plazos y términos establecidos en las tres etapas del proceso 
penal común según Código Procesal Penal del 2004 y su cumplimiento en el 
Expediente Nro. 03794-2013-95-0401-JR-PE- 01 Segundo Juzgado penal de 
Arequipa, por los Delitos de Estelionato y Falsedad Ideológica? 
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¿Cuáles son las consecuencias procesales en las partes por el cumplimiento de 
plazos y términos en el Nro. 03794-2013-95-0401-JR-PE- 01 Segundo Juzgado 
penal de Cerro Colorado, por los delitos de estelionato y falsedad ideológica? 
 
3. Objetivos de la Investigación 
3.1. Objetivo General 
Analizar Plazos, Términos, y su Consecuencia Procesal en las partes en el 
Expediente Nro. 03794-2013-95-0401-JR-PE-01 Segundo Juzgado Penal de Cerro 
Colorado por los Delitos de Estelionato y Falsedad Ideológica. 
3.2. Objetivos Específicos 
Determinar los plazos y términos establecidos en las tres etapas del proceso penal 
común según Código Procesal Penal del 2004 y su cumplimiento en el Expediente 
Nro. 03794-2013-95-0401-JR-PE-01 Segundo Juzgado Penal de Arequipa, por los 
Delitos de Estelionato y Falsedad Ideológica. 
Identificar las consecuencias procesales a las partes por el cumplimiento de los 
plazos y términos en el Expediente Nro. 03794-2013-95-0401-JR-PE-01 segundo 
juzgado penal de Arequipa por los Delitos de Estelionato y Falsedad Ideológica. 
 
4. Justificación de la Investigación 
El trabajo de investigación pretende demostrar lo que realmente viene ocurriendo en las 
diferentes etapas del proceso penal, respecto al cumplimiento de los plazos, términos y 
su consecuencia procesal en las partes, esto significaría contribuir con el desarrollo del 
Derecho Procesal Penal peruano, que es de modelo acusatorio garantista. Logrando 
que se materialice en todo proceso penal el cumplimiento de plazos términos y su 
consecuencia procesal en las partes, con sujeción a los principios de celeridad, 
economía y al debido proceso. Obteniendo de esta manera procesos justos acorde al 
modelo de estado constitucional de derecho. 
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Con la puesta marcha del presente trabajo materia de investigación, se logrará 
identificar el impacto de los daños materiales y morales, que afecta a las partes 
procesales durante el desarrollo del proceso penal, y consecuentemente se logra 
identificar a los quien recae la responsabilidad de las consecuencias generadas (daños 
morales, materiales, entre otros) durante el proceso, a pesar de que dicho proceso se 
basa en los principios de celeridad, economía y debido proceso. A su vez nos permitirá 
tomar contacto sobre la opinión pública sobre lo que realmente viene ocurriendo en el 
proceso penal en la actualidad  
Finalmente, el estudio del tema permitirá reabrir el debate académico sobre el irrestricto 
cumplimiento de los plazos, términos y su consecuencia en las partes, actos procesales 
que no es comúnmente estudiado; sumado a todo ello, su importancia debido a que 
incide en las expectativas de justicia que tiene nuestra sociedad cuando se procesa a 
un ciudadano por presunta comisión de un delito que nuestra sociedad en base a las 
garantías que establece la constitución y ley procesal penal.  
  
5- Formulación de la Hipótesis 
Dado que es necesario evaluar las consecuencias procesales en las partes, en cuanto 
al cumplimiento de plazos y términos de los actos procesales, por los Delitos de 
Estelionato y Falsedad Ideológica penales, es probable que los plazos y términos 
procesales del expediente N ° 03794-2013 por los delitos de estelionato y falsedad 
ideológica estarían causando daños incalculables. 
6. Marco metodológico  
6.1. Variable 
6.1.1. Variable independiente 
Plazos y términos en el proceso penal  
 6.1.2. Variables dependientes  
Consecuencias procesales en las partes  
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Plazos y términos 






- Diligencias preliminares  




- Requerimiento de 
acusación  
- Audiencia preliminar o 
control de acusación  




- Periodo inicial  
- Periodo probatorio 












procesales en las 
partes 
 
Partes procesales   
- El Imputado 
- Victima 
- Ministerio Publico 




Los daños causados 
 
- Daño patrimonial 
- Daño económico  
- Lucro cesante  
- Daño emergente  
- Daño laboral   
- Daño Moral  
- Daño psicológico 
- Daño social 
- Proyecto de vida 
 




7. Metodología de estudio  
Dogmático, se visualiza el problema jurídico a la luz de las fuentes formales, doctrina 
nacional y extranjera, derecho comparado con sujeción a los plazos y términos 
establecidos por Código Procesal Penal y determinar las posibles consecuencias a las 
partes.  
Funcional, se va identificar las consecuencias y su real dimensión, además se va 
revisar jurisprudencias para el desarrollo de la investigación.  
Cualitativo - Cuantitativo, es cualitativo porque se está estudiando los elementos que 
cuenta la institución de los plazos procesales en un proceso penal.  Es cuantitativo, esto 
sucede porque se elaborado atreves del empleo de la estadística descriptiva porcentajes 
con respeto a la duración de un proceso penal, así como la realización de las encuestas 
realizadas a los usuarios de la Corte Superior de Justicia respecto a las consecuencias 
de inobservancia de los plazos por parte de los jueces y fiscales.  
 
8. Tipo de Estudio  
Descriptivo, El expediente en investigación vamos a evaluar los plazos procesales y la 
legalidad durante el desarrollo del proceso.  
Correlacional-causal, porque de la evaluación de variables obtendremos la 
determinación las posibles consecuencias procesales en las partes procesales, daños 
y perjuicios indemnizables. 
 Propositiva, el trabajo de investigación no solo se aboca al análisis de la problemática 
de los plazos procesales, sino que también procura la propuesta de modificación e 
incorporación de normas. 
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 Elaboración del proyecto  % de logro 
 Tema, título y objetivos 12.5% 
 Fundamentación o justificación del tema 12.5% 
 Descripción del contenido 12.5% 
 Plan de actividades y calendario 12.5% 








 Sustentación del proyecto  % de logro 
 Presentación del proyecto 12.5% 
 Aprobación del proyecto 12.5% 
 Sustentación del proyecto ante jurado 12.5% 
 























3/10/12 -  10/09/13  10/09/13-10/03/14                           
LÍNEA DE TIEMPO DEL EXP. 03794-95-2013 expediente 03794-2013-95-0401-JR-PE-01 Segundo Juzgado Penal de Cerro Colorado, por los delitos de estelionato y falsedad 
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INICI
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2012   
                                                        
21/08/
2018      
ETAPA PREPARATORIA                           
3/10/2012 al 10/11/2014  
                          
DILIGENCIAS PRELIMINARES   FORMALIZACIÓN DE LA 
INVESTIGACIÓN  
 
                         
03/10/2012 al  10/09/2013  =  342 
días 
 













DILIGENCIAS PRELIMINARES CPP   
FORMALIZACIÓN DE LA 
INVESTIGACIÓN 





ART. 334 inc. 2  plazo 60 días   
Art. 342 Inc. 1 plazo 
120+60  días                            
PLAZO EXCEDENTE     PLAZO EXCEDENTE                           
























8A   
10/11/2014  al 22/02/2017   


















              



















                
          





    







          
RES. DE ACUSACIÓN -ACTA DE CONTROL DE 




JUICIO ORAL             
Tot
al 959 65 894 
          




2017                   
          
RES. DE ACUSACIÓN -ACTA DE CONTROL DE 




JUICIO ORAL CPP                 
          
Art.351 inc. plazo 40 días   
Art. 345 inc. 10 
días                  
          
PLAZO EXCEDENTE     
PLAZO 
EXCEDENTE                 
          






16/03/2018         
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166  Folio 11  
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Tot
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                    ETAPA DE JUZGAMIENTO         
                    26/06/2017 al 16/02/2018         
                    PERIODO INICIAL    
PERIODO 
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Art. 351 inc. 4 plazo 
8 días hábiles  
 
Art. 351 inc. 4 
plazo 8 días 
hábiles  
 
Art. 351 inc. 4 
plazo 8 días 
hábiles          
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                    85 días 
 5 días  3 días 22/02/2018-21/08/2018      
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Tot
al 180 20 160 
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97  
ETAPA DE APELACIÓN 
     
                                       
                            APELACIÓN                                                                 
                            22/02/2018 al 21/08/2018      
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                            3 DÍAS       
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vista      








     

































Inicio Fin CPP 
 PROCESO JUDICIAL 2149 días 1842 días mie 3/10/12 mar 21/08/18  
    DENUNCIA FOLIO 1 13 días 11 días vie 16/03/18 mie 28/03/18  
    ETAPA PREPARATORIA 750 días 643 días mie 3/10/12 mie 22/10/14  
01       DILIGENCIAS PRELIMINARES 330 días 283 días lun 15/10/12 lun 9/09/13  
          Disp. 1 Folio 11 51 días 44 días lun 15/10/12 mar 4/12/12  
          Disp. 2 Folio 22 77 días 66 días mar 4/12/12 lun 18/02/13  
          Disp. 3 Folio 48 31 días 27 días lun 18/02/13 mie 20/03/13  
          Disp. 4 Folio 74 69 días 59 días mie 20/03/13 lun 27/05/13  
          Disp. 5 Folio 81 106 días 91 días lun 27/05/13 lun 9/09/13  
       DILIGENCIAS PRELIMINARES CPP 60 días 52 días lun 15/10/12 jue 13/12/12  
          PLAZO 60 días 52 días lun 15/10/12 jue 13/12/12 5CC 
02       FORMALIZACIÓN DE LA INVESTIGACIÓN 426 días 365 días mar 10/09/13 don 9/11/14  
          Disp. 6 Folio 81 1 día 1 día mar 10/09/13 mar 10/09/13  
          Disp. 7 Folio 82 129 días 111 días mar 10/09/13 jue 16/01/14  
          Disp. 8 Folio 128 292 días 250 días jue 16/01/14 lun 3/11/14  
          Disp. 8A Folio 163 7 días 6 días lun 3/11/14 dom 9/11/14  
       FORMALIZACIÓN DE LA INVESTIGACIÓN  CPP 120 días 103 días mar 10/09/13 mar 7/01/14  
          PLAZO 120 días 103 días mar 10/09/13 mar 7/01/14 13CC 
    ETAPA INTERMEDIA 959 días 823 días lun 10/11/14 dom 25/06/17  
01       PRIMERA PARTE 959 días 822 días lun 10/11/14 dom 25/06/17  
          Req. De Acusación Folio 166-181 813 días 697 días lun 10/11/14 lun 30/01/17 16 
          Audiencia Preliminar 14 23 días 20 días mar 31/01/17 mié 22/02/17 21 
          Auto de enjuiciamiento Flio 16 0 días 0 días mié 22/02/17 mié 22/02/17 22 
          Auto de Citación a Juicio Folio 19 123 días 105 días jue 23/02/17 dom 25/06/17 23 
       TIEMPO LEGAL 40 días 35 días lun 10/11/14 vie 19/12/14  
          PLAZO 40 días 35 días lun 10/11/14 vie 19/12/14 21CC 
    ETAPA DE JUZGAMIENTO 241 días 207 días lun 26/06/17 mié 21/02/18  
01       PERIODO INICIAL 172 días 148 días lun 26/06/17 jue 14/12/17  
          Audiencia N° 1 Folio 23 3 días 3 días lun 26/06/17 mié 28/06/17  
          Audiencia N° 2 Folio 29 99 días 85 días jue 29/06/17 jue 5/10/17  
          Audiencia N° 3 Folio 36 50 días 43 días vie 6/10/17 vie 24/11/17  
          Audiencia N° 4 Folio 38 11 días 9 días sáb 25/11/17 mar 5/12/17  
          Audiencia N° 5 Folio 41 8 días 7 días mié 6/12/17 mié 13/12/17 32 
       PLAZO AUDIENCIAS 32 días 28 días lun 26/06/17 jue 27/07/17  
          PLAZO 32 días 28 días lun 26/06/17 jue 27/07/17 29CC 
02       PERIODO PROBATORIO 60 días 51 días vie 15/12/17 lun 12/02/18  
          Audiencia N° 5 Folio 41 0 días 0 días jue 14/12/17 jue 14/12/17 32 
          Audiencia N° 6 Folio 46 13 días 11 días vie 15/12/17 mié 27/12/17 37 
          Audiencia N° 7 Folio 54 14 días 12 días jue 28/12/17 mié 10/01/18 38 
          Audiencia N° 8 Folio 59 9 días 8 días jue 11/01/18 vie 19/01/18 39 
          Audiencia N° 9 Folio 88 12 días 10 días vie 19/01/18 mar 30/01/18  
          Audiencia N° 10 Folio 92 3 días 3 días mar 30/01/18 jue 1/02/18  
          Audiencia N° 11 Folio 94 11 días 9 días vie 2/02/18 lun 12/02/18 42 
       PLAZO AUDIENCIAS 56 días 48 días jue 14/12/17 mié 7/02/18  
          PLAZO 56 días 48 días jue 14/12/17 mié 7/02/18 37CC 
03       PERIODO DECISORIO 9 días 8 días mar 13/02/18 mié 21/02/18  
          Aud. De Acta de lectura de Sent. Folio 97 0 días 0 días mar 13/02/18 mar 13/02/18  
          Sentencia N° 059 Folio 99 9 días 8 días mar 13/02/18 mié 21/02/18 47 
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           I Apelación Folio 122 1 día 1 día jue 22/02/18 jue 22/02/18 48 
       PLAZO 16 días 14 días mar 13/02/18 mié 28/02/18  
          PLAZO 16 días 14 días mar 13/02/18 mié 28/02/18 47CC 
    ETAPA APELACIÓN 181 días 155 días jue 22/02/18 mar 21/08/18  
04       PERIODO APELACIÓN 181 días 155 días jue 22/02/18 mar 21/08/18  
          I Apelación Folio 122 23 días 20 días jue 22/02/18 vie 16/03/18 49CC 
          II Apelación Folio 127 159 días 136 días vie 16/03/18 mar 21/08/18  
          Sentencia de vista Folio 0 días 0 días mar 21/08/18 mar 21/08/18  
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A continuación, se presenta preguntas como alternativa de “PLAZO, TÉRMINO Y SU 
CONSECUENCIA PROCESALES EN LAS PARTES”. Por favor responda con sinceridad, 
marcando con un aspa (X) la alternativa que usted crea correcta. 
 
1. ¿Tiene o ha tenido un proceso Penal? 
Si (  )  
No (  ) 
 
2. ¿Qué tiempo aproximado duro su proceso penal? “marque el número con una (x)”:  
Años        (1) (2) (3) (4) (5) (6) (7) (8) (9) (10) (11) (12). 
Meses      (1) (2) (3) (4) (5) (6) (7) (8) (9) (10) (11) (12). 
 
3. ¿Cree que es justificado la demora de su proceso? 
Si   (  ) 
No (  ) 
 
4. ¿Cree usted que la demora de su proceso penal es causada mayormente por él? 
Juez ( ) 
Fiscal (  ) 
 
5. ¿Qué daño le ha causado la demora del proceso penal? 
Daño patrimonial (   ) 
Daño económico (   ) 
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Lucro cesante     (   )  
Daño laboral  (  ) 
 
Daño moral        (   ) 
Daño psicológico () 
Daño social   (  ) 
 
6. El daño ocasionado por el retraso o demora de su proceso es mayormente 
responsabilidad del: 
Juez  (  ) 
Fiscal  (  ) 
Juez/Fiscal (  ) 
 
7. ¿El daño que le ocasionaron por el retraso o demora de su proceso debe ser 
sancionado? 
a. Si   (  ) 
b. No (  ) 
 
8. ¿Los responsables deben recibir sanción administrativa, penal y civil por 
incumplimiento de funciones? 
Si    (  ) 
No (  ) 
9. ¿Es necesario establecer un plazo máximo para todo el desarrollo del proceso 
penal? 
Si   (  ) 







Se entiende por plazo procesal como aquel lapso de tiempo en la cual se realiza el acto 
procesal, es fijado por el Código Procesal Penal; sirve para dar dinámica al proceso penal. 
Está garantizado por principios procesales. (Neyra, 2010, pág. 47) 
Término: 
El término procesal aquel momento concreto en que se realiza el acto procesal, incluye la 
hora y el día de su realización. (Neyra, 2010, pág. 47) 
Consecuencia procesal:  
Es el acto de incidencia resultante trascendental, infiere en veredictos jurídicos del 
magistrado dentro del marco normativo, con desenlaces procesales discrepantes en favor 
o en contra de uno o conjunto de individuos o entes quienes intervienen en el proceso. 
(Arbulú V. , 2013, pág. 374) 
Daño  
Daño es cuando se afecta en forma negativa a instituciones patrimoniales/material y extra 
patrimoniales/morales, el cual en si afecta a la persona. El primero es un menoscabo que 
es valuable y reparable, y el segundo es extra patrimonial en el que se afecta en si a la 
persona, complejo de valuar la magnitud del daño, nada puede reparar el daño causado, 
sea con bien o dinero, puesto que perdura en la vida de uno. (Calderón, 2014, págs. 21 - 
69) 
Perjuicio  
Es un acto dañoso por una conducta negativa el que se da por acción u omisión de una 







Son individuos quienes intervienen en procesos en la materia al que corresponde una 
cuestión concreta, donde cada ente o ser tiene propias atribuciones y finalidades. (Código 
Procesal Penal, 2004) 
Víctima 
Es la persona al que se le transgredió un derecho subjetivo u objetivo en el cual se le ha 
causado un daño, el cual pude ser material o moral. (Sanchez J. , 2004, pág. 494) 
Imputado: 
También llamado (procesado, investigado, acusado), va depender de la etapa en el que se 
encuentra el proceso, es aquella persona quien es parte del proceso penal a quien se le 
imputa un hecho de conducta ilícita o criminal, el cual se configura en un tipo penal, parte 
quien se ve amenazado su libertad o ejercicio normal de sus derechos. (Neyra, 2010, pág. 
236) 
Ministerio público 
El Ministerio público se encarga básicamente de persecución del delito y reparación civil, 
garantiza respeto a los derechos fundamentales, garantiza cumplimiento a normas y 
principios, prevé aspectos irregulares garantizando una defensa de aspecto social y legal. 
Además, se ejercita a pedido de parte o de oficio, dependiendo a la naturaleza de la 
calificación de la notica criminal. (Minsiterio Publico, 2018, pág. 1) 
Juez penal  
El Juez para el proceso penal aparece como principal sujeto procesal como garantía en 
diferentes etapas del proceso, en ese sentido el Juez ejerce con la potestad de administrar 
justicia al que se le confía en materia penal, por lo que se encarga de aplicar la Ley en 
cumplimiento de sus atribuciones con autonomía. (Calderón A. , 2009, pág. 67)  
Proceso Penal: 
Se puede definir al Proceso Penal como amplitud de un conjunto de actos procesales 
desarrolladas en las distintas etapas del proceso con el fin de esclarecer los hechos que 
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se imputan a una persona, que serán realizados en concordancia de formalidades 
establecidas por el Código Procesal Penal respectiva, esclarecimiento en concordancia 
con las garantías y derechos que gozan los procesados dentro del marco del debido 
proceso, finalmente concluye con el veredicto de una autoridad especializada en la materia, 
dentro del espacio y tiempo concreto. (Rosas, 2009, pág. 64). 
Actos procesales: 
Comprende las acciones o actuaciones que desarrollan en el lapso de tiempo al que 
corresponde a procesos penales, con la conducción del órgano jurisdiccional y la 
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